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Se abre la sesión a las 10.40 horas.

Aprobación del orden del día

Queda aprobado el orden del día.

La justicia y el Estado de derecho: el papel de las
Naciones Unidas

Informe del Secretario General sobre el Estado
de derecho y la justicia de transición en las
sociedades que sufren o han sufrido conflictos
(S/2004/616)

El Presidente (habla en inglés): Deseo informar
al Consejo de que he recibido cartas de los represen-
tantes de la Argentina, Australia, Austria, Belarús, Bu-
rundi, el Canadá, Costa Rica, Fiji, Finlandia, la India,
Indonesia, el Japón, Jordania, Liechtenstein, México,
los Países Bajos, Nigeria, el Perú, la República de Co-
rea, San Vicente y las Granadinas, Sierra Leona, Singa-
pur, Sudáfrica, Suecia, Suiza y Uganda en las que soli-
citan que se les invite a participar en el debate sobre el
tema que figura en el orden del día del Consejo. Si-
guiendo la práctica habitual, propongo que, con el con-
sentimiento del Consejo, se invite a esos representantes
a participar en el debate sin derecho a voto, de confor-
midad con las disposiciones pertinentes de la Carta y el
artículo 37 del reglamento provisional del Consejo.

Al no haber objeciones, así queda acordado.

Por invitación del Presidente, los representantes
de los países antes mencionados ocupan los
asientos que se les ha reservado a un lado del
Salón del Consejo.

El Presidente (habla en inglés): De conformidad
con el entendimiento alcanzado en las consultas pre-
vias del Consejo, consideraré que el Consejo de Segu-
ridad acuerda cursar una invitación al Sr. Juan Méndez,
Asesor Especial del Secretario General para la Preven-
ción del Genocidio y Director Ejecutivo del Internatio-
nal Centre for Transitional Justice, de conformidad con
el artículo 39 del reglamento provisional del Consejo.

Así queda acordado.

Invito al Sr. Méndez a tomar asiento a la mesa del
Consejo.

Deseo informar al Consejo de que he recibido una
carta de fecha 1° de octubre de 2004 del Observador
Permanente de Palestina ante las Naciones Unidas, que

se publicará como documento S/2004/793, en la que se
solicita que el Consejo de Seguridad le invite a partici-
par en el debate público sobre el tema “La justicia y el
Estado de derecho: el papel de las Naciones Unidas”.

Propongo que, con el consentimiento del Consejo,
se invite al Observador Permanente de Palestina a parti-
cipar en la sesión, de conformidad con el reglamento
provisional del Consejo y la práctica anterior al respecto.

Al no haber objeciones, así queda acordado.

Invito  al Observador  Permanente de Palestina a
ocupar el asiento que se le ha reservado a un lado del
Salón del Consejo.

El Consejo de Seguridad comenzará ahora el
examen del tema que figura en el orden del día.

Los miembros del Consejo tienen ante sí el infor-
me del Secretario General —cuya presencia aquí esta
mañana saludo cálidamente— sobre el Estado de dere-
cho y la justicia de transición en las sociedades que su-
fren o han sufrido conflictos, documento S/2004/616.

En la sesión de esta mañana escucharemos en
primer lugar una presentación del Secretario General
de su informe. Luego escucharemos una exposición in-
formativa a cargo del Sr. Juan Méndez, Asesor Espe-
cial del Secretario General para la Prevención del Ge-
nocidio y Director Ejecutivo del International Centre
for Transitional Justice.

Por la tarde, escucharemos una exposición informa-
tiva a cargo del Sr. Mark Malloch Brown, Administrador
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo.

Al acoger con beneplácito este debate, quisiera
decir brevemente que se trata de una iniciativa que
adoptamos hace poco más de un año. Creo que se ha
manifestado un interés significativo en esta cuestión y
que se está avanzando hacia el consenso. Espero que
hoy celebremos un debate constructivo sobre la base del
informe del Secretario General a fin de abordar estos
temas de importancia crucial. Me complace sobremane-
ra estar aquí para ser testigo de estas deliberaciones.

Acojo con beneplácito la presencia del Secretario
General y lo invito a hacer uso de la palabra.

El Secretario General (habla en inglés): Sr. Pre-
sidente: Para comenzar, deseo darle una cálida  bienve-
nida a Nueva York y al Consejo de Seguridad y darle
las gracias por haber convocado este debate público,
que no podría ser más oportuno.
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Hace unas pocas semanas dije en la Asam-
blea General que reintroducir el Estado de derecho y
garantizar la confianza en su aplicación imparcial era
esencial para restablecer las sociedades asoladas por
conflictos.

Este principio es el núcleo del informe que el
Consejo tiene hoy ante sí, un informe que refleja los
esfuerzos coordinados de más de 12 departamentos y
organismos de las Naciones Unidas sobre la base de su
propia experiencia a lo largo de decenios de participa-
ción en esta esfera.

En el informe se examinan los instrumentos de que
disponemos para contribuir a administrar la justicia de
transición y reconstruir el Estado de derecho en las so-
ciedades que sufren o han sufrido conflictos, desde los
sistemas de justicia nacional hasta el apoyo proporcio-
nado por las  operaciones de paz de las Naciones Unidas;
desde la Corte Penal Internacional hasta los tribunales
internacionales especiales y mixtos y las comisiones de
la verdad; desde el proceso de investigación del sector
público hasta el resarcimiento de las víctimas.

Como se señala en el informe, la labor de las Na-
ciones Unidas en esta esfera nos ha enseñado muchas
lecciones.

La primera es que, para que tengan éxito, las ac-
tividades de consolidación de la paz deben reflejar las
normas y principios internacionales. No obstante, esto
no significa que debamos importar o imponer modelos
extranjeros obrando sin sentido crítico. No hay una
fórmula única. Nuestro apoyo debe ajustarse cuidado-
samente al contexto y basarse en la evaluación nacio-
nal, la participación nacional y las necesidades y aspi-
raciones nacionales.

Segundo, debemos contar con los recursos nece-
sarios para una inversión sostenible en la justicia. Esos
recursos deben ayudar a crear una capacidad local, pe-
ro la simple prestación de asistencia técnica no basta.
También debemos ayudar a fomentar y sostener la vo-
luntad política en el ámbito nacional. Por lo tanto, de-
bemos apoyar a los grupos que promueven la reforma
nacional y facilitar las consultas nacionales sobre la re-
forma de la justicia y la justicia de transición.

Tercero, No podemos olvidar el contexto político.
La paz y la estabilidad sólo pueden prevalecer si las
causas del conflicto se abordan de manera legítima y
justa. Causas tales como la discriminación étnica, las
grandes disparidades en la distribución de la riqueza y

los servicios sociales, el abuso del poder y la negación
del derecho de propiedad o ciudadanía.  De hecho, la
justicia, la paz y la democracia se fortalecen mutua-
mente. En los entornos  frágiles posteriores a los con-
flictos, nuestros esfuerzos deben desplegarse en los tres
frentes. Ello requiere una planificación estratégica, una
integración cuidadosa y una secuencia sensata.

Cuarto, nuestro enfoque respecto de la justicia
debe ser integral. Tenemos que abordar sectores como
el de la policía, los tribunales, las cárceles, los aboga-
dos defensores y los fiscales, y debemos ser conscien-
tes de las necesidades de la sociedad civil, incluidas las
de las víctimas, las mujeres, los niños y las minorías.

Quinto, En cuanto a la justicia de transición, el
mejor enfoque no suele ser la opción entre el enjuicia-
miento y las comisiones de la verdad. En lugar de ello,
generalmente da mejores resultados una combinación
de mecanismos determinada a nivel nacional, incluidos
si procede, los mecanismos de justicia tradicional.

En algunos casos se han establecido tribunales
internacionales o mixtos para considerar crímenes pa-
sados. Esos tribunales han ayudado a aportar cierto
grado de justicia para las víctimas, han enjuiciado por
lo menos a algunos perpetradores, han ayudado a
apartar del poder a algunos elementos extremistas y
también han enriquecido la jurisprudencia del derecho
penal internacional. No obstante, han sido costosos y
no han contribuido de manera suficiente a crear una
capacidad nacional sostenible de administración de
justicia.

En el informe se indica que el establecimiento de
la Corte Penal Internacional brinda nuevas esperanzas
de reducir de modo permanente el fenómeno de la im-
punidad, esperanza que se fortalecerá con cada nueva
ratificación del Estatuto de Roma.

Las recomendaciones que figuran en el informe se
agrupan en la sección XIX. Espero que sirva al Consejo
de Seguridad de recordatorio práctico, que lo ayude a
prestar la debida atención al estado del derecho y a la
justicia de transición al abordar las situaciones de con-
flicto y posteriores a los conflictos que tenga ante sí.

No he olvidado mis propias responsabilidades ni
las de los departamentos, organismos, fondos y pro-
gramas de las Naciones Unidas. El sistema de las Na-
ciones Unidas está trabajando en la creación de nuevos
instrumentos importantes que ayuden a fortalecer nues-
tras capacidades para apoyar el imperio del derecho y la
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justicia de transición. Entre esos instrumentos se inclu-
yen una guía para el sector de la justicia, el apoyo a la
elaboración de códigos penales de transición modelo y
orientación en materia de políticas para la realización
de juicios internos o híbridos. El sistema de las Nacio-
nes Unidas seguirá trabajando en los próximos meses
para aplicar las recomendaciones que figuran en el in-
forme que están dirigidas a nosotros.

Estamos dispuestos a desempeñar nuestro papel y
confiamos en que los miembros del Consejo estén dis-
puestos a desempeñar el suyo.

El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
al Secretario General por su declaración, que creo que
da inicio a este debate de manera muy eficaz.

Ahora tiene la palabra el Asesor Especial sobre la
Prevención del Genocidio y Director del Centro Inter-
nacional para la Justicia Transicional, Sr. Juan Méndez.

Sr. Méndez (habla en inglés): Tengo el honor de
representar al Centro Internacional para la Justicia Tran-
sicional a fin de abordar las importantes cuestiones
planteadas en informe del Secretario General sobre el
Estado de derecho y la justicia de transición en las so-
ciedades que sufren o han sufrido conflictos. Varios de
mis colegas participaron la semana pasada en un taller
convocado por la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Gine-
bra para examinar los instrumentos que deben crear las
Naciones Unidas a fin de estar mejor preparadas para
aplicar los enfoques de justicia de transición. Nos com-
place ver que estos nuevos enfoques ya estén pasando
de la política general al diseño operacional. La nueva
etapa de la participación del Consejo de Seguridad en el
debate subraya el carácter trascendental de la doctrina
adoptada por las Naciones Unidas respecto de este tema
y consagrada en el informe del Secretario General.

El Centro Internacional para la Justicia Transi-
cional se fundó sobre la premisa de que las sociedades
en transición de una dictadura a la democracia o de un
conflicto a la paz pueden hallar soluciones a los pro-
blemas comunes mediante el estudio de las experien-
cias de los distintos países en diferentes momentos. La
negación oficial de los crímenes en masa y el esfuerzo
por condenar a sus víctimas al olvido es con frecuencia
un rasgo de estas transiciones. Para superar esto, algu-
nos Estados han creado mecanismos de búsqueda de la
verdad para develar esa verdad y preservar la memoria
de los abusos pasados. Las atrocidades suelen estar
acompañadas de la impunidad de hecho o de derecho,

pero no puede haber una transición a un orden más
humano, justo y democrático si no se pone fin a la im-
punidad mediante la acusación, el enjuiciamiento y fi-
nalmente, el castigo. Se han hecho pocos esfuerzos, o
ninguno, para reconocer la dignidad innata de las víc-
timas; el remedio para ello es una política de indemni-
zación que restaure el respeto que deben las sociedades
a sus miembros más vulnerables. Por otra parte, con
frecuencia existe el riesgo de que se repitan los abusos,
sobre todo si se permite que los autores se mantengan
en posiciones de poder.

Por ello, las sociedades en transición deben re-
formar sus instituciones y excluir de las nuevas institu-
ciones, ya reconstituidas, a los autores de crímenes
contra los derechos humanos. Por último, las socieda-
des que aún se encuentran asoladas por conflictos de
carácter social, político o ideológico deben considerar
la posibilidad de realizar esfuerzos conscientes para
lograr la reconciliación. La reconciliación debería con-
siderarse el objetivo supremo de los esfuerzos para al-
canzar la justicia de transición y condición fundamen-
tal para hacer valer su legitimidad.

Los problemas que acabo de describir imponen
obligaciones en virtud del derecho internacional de
rectificar esas violaciones a los Estados que están atra-
vesando transiciones. Aunque tales obligaciones son
universales, los mecanismos de política establecidos
para ponerlas en vigor deben permitir su adecuación a
las condiciones nacionales y la experimentación. Cada
sociedad debe encontrar el conjunto de instrumentos y
diseños de política que se ajusten a las circunstancias
de su propia transición. Nosotros, los miembros de la
comunidad internacional, debemos evitar adoptar ini-
ciativas que parezcan funcionar en otros contextos sin
antes consultar de manera amplia a los interesados na-
cionales. Apoyamos el hincapié que se hace en el in-
forme en los procesos de evaluación y consulta nacio-
nales, dirigidos a aumentar la legitimidad y la partici-
pación locales y a garantizar así un legado duradero de
tolerancia y valores democráticos.

La participación nacional reducirá el riesgo de que
la labor de las Naciones Unidas en este ámbito se perci-
ba como una imposición extranjera que hace caso omiso
de la riqueza y la capacidad de las culturas locales. La
inclusión de un compromiso con la justicia de transición
en los acuerdos de paz y en los mandatos de las Nacio-
nes Unidas no debería conducir a la adopción de deci-
siones prematuras en el sentido de aplicar modelos aún
sin probar. Las Naciones Unidas deben invertir desde el
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comienzo en la concienciación, la educación pública y
la divulgación con relación a los principios de la justi-
cia de transición, así como en la aplicación de los prin-
cipios del estado derecho a la reforma de las institucio-
nes del Estado. Reconocemos que las Naciones Unidas
deben aumentar su reservorio de conocimientos espe-
cializados y capacidades, y esperamos que al hacerlo
aprovechen el caudal de conocimientos de las organi-
zaciones de la sociedad civil, los gobiernos democráti-
cos y las instituciones académicas.

El Consejo de Seguridad puede desempeñar un
papel importante en el fortalecimiento de la legitimidad
de esta doctrina en evolución. En algunos casos será
necesario crear instrumentos judiciales internacionales
para procurar el resarcimiento de las víctimas de atroci-
dades. Cuando esos tribunales se creen al amparo del
Capítulo VII de la Carta, será obligación de todos los
Estados Miembros cooperar con ellos en las investiga-
ciones, las detenciones y los procesos de compilación
de pruebas. Por otra parte, incluso cuando no se actúe al
amparo del Capítulo VII, el Consejo de Seguridad po-
dría exigir explícitamente la cooperación con tribunales
mixtos o híbridos y con la Corte Penal Internacional, lo
que ayudaría a esclarecer el alcance de la obligación de
cooperar con esas instituciones que tienen los Estados
que son terceras partes. Sin embargo, lo que es aún más
importante es que ello no indicaría que la comunidad
internacional está interesada en imponer su voluntad a
los Estados asolados por los conflictos, sino que reco-
noce que el restablecimiento de la justicia y del estado
de derecho es un empeño común en el que todos los
Estados deben desempeñar una función.

Existe un consenso creciente entre los especialis-
tas en derecho en el sentido de que la verdad y la justi-
cia no son alternativas mutuamente excluyentes. Sin
embargo, se debe resistir la tentación de establecer co-
misiones de la verdad como sustitutos de la responsabi-
lidad. Se debe encomiar el informe por su rechazo de
las amnistías por crímenes internacionales como el ge-
nocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de lesa
humanidad. También debemos reconocer que no es
aconsejable el castigo sin una investigación cabal de los
hechos y de las responsabilidades históricas y políticas.

Por estas razones, debemos apegarnos a una polí-
tica que otorgue las prioridades adecuadas a la búsque-
da y la afirmación de la verdad, así como al enjuicia-
miento de los autores de los crímenes. Las Naciones
Unidas han desempeñado un papel importante en la
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra

Leona, que presentó su informe final al Presidente de
ese país el día de ayer. También ha desempeñado una
función central en las actividades de la Corte Penal
Internacional para Sierra Leona. Aun cuando las rela-
ciones entre esas instituciones no han estado exentas de
dificultades, hay un reconocimiento creciente de que
las cortes y las comisiones pueden complementar mu-
tuamente su labor.

También hay un debate de larga data sobre si los
requisitos de la justicia de transición complican objetiva
y subjetivamente los procesos de paz al desestimular a
las partes en un conflicto a renunciar a la violencia.
Quienes abordamos este problema desde la perspectiva
de los derechos humanos debemos reconocer con hu-
mildad que no es probable que la perspectiva de ser en-
juiciados por crímenes de guerra persuada a los excom-
batientes a resolver el conflicto por medios pacíficos.

Por esta razón, no es que objetemos los acuerdos
de paz que tienen como premisa la impunidad, sino que
insistimos en que podemos hacer las cosas mejor. Un
acuerdo de paz que rechace la impunidad es una nece-
sidad imperiosa desde los puntos de vista moral y jurí-
dico, pero ese acuerdo también debe tomar en cuenta
los motivos que dieron origen al conflicto, en primer
lugar. Por ello, es importante oponerse al chantaje de
quienes amenazan con seguir luchando y cometiendo
atrocidades a menos que se les conceda impunidad. Sin
embargo, en todo momento deben estimularse las cesa-
ciones del fuego y las treguas, y puede que tengamos
que renunciar a la justicia inmediata siempre que pre-
servemos la capacidad de encarar los errores del pasa-
do en el futuro. Estas cuestiones espinosas son propias
de contextos concretos y no pueden resolverse en un
debate abstracto. No obstante, pensamos que para los
esfuerzos futuros de establecimiento de la paz es im-
portante poner fin al fácil recurso al chantaje consagra-
do en la promesa de amnistías amplias y otras conce-
siones a atrocidades.

Aplaudimos el llamamiento hecho en el informe
del Secretario General en favor de la aplicación univer-
sal de los principios de la igualdad de género en todos
los aspectos de la justicia de transición y el estado de
derecho. En el Centro Internacional para la Justicia
Transicional hemos emprendido un examen de los me-
canismos y enfoques de la justicia de transición para
determinar hasta qué punto en su elaboración y opera-
ción se ha sido sensible a las cuestiones de género y
cómo es posible mejorar ejercicios similares desde esa
perspectiva.
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Apoyamos el llamamiento que se hace en el in-
forme para que se recopile documentación sobre las
mejores prácticas. En ese sentido, quisiéramos señalar
a la atención la Comisión Marroquí de Equidad y Re-
conciliación. No sólo se trata de un proceso muy pro-
metedor, sino que sirve también como un ejemplo fas-
cinante para las organizaciones no gubernamentales y
los gobiernos en el Oriente Medio, el África septen-
trional y otros lugares. Por esa razón, los manuales de
los gobierno, las bases de datos y los instrumentos de-
ben existir en múltiples idiomas. Asimismo, alentamos
el desarrollo de una serie de pautas de referencia para
evaluar las distintas iniciativas relativas a la justicia de
transición. Por ejemplo, se debe tener en cuenta el nú-
mero de procesos judiciales que tuvieron éxito y el
número de condenas. Sin embargo, las instituciones
también deben evaluarse teniendo en cuenta si han
creado la capacidad local necesaria para abordar la
justicia de manera eficaz en el presente y en el futuro.

Por último, elogiamos la recomendación que se ha-
ce en el informe en el sentido de que las Naciones Uni-
das examinen sus propias estructuras y recursos en este
ámbito. Las Naciones Unidas tienen un largo historial
respecto de estas cuestiones. Necesitará recursos adicio-
nales y una mejor coordinación para enfrentar los desa-
fíos que se definen tan elocuentemente en el informe.

El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
al Sr. Méndez por su declaración. De conformidad con
el entendimiento alcanzado entre los miembros del
Consejo, quisiera pedir a todos los oradores que a par-
tir de ahora limiten la duración de sus declaraciones a
cinco minutos como máximo, a fin de que el Consejo
pueda realizar su labor de forma diligente. Ruego a las
delegaciones que deseen formular declaraciones más
extensas que tengan la amabilidad de distribuir los
textos por escrito y de presentar oralmente en el Salón
una versión resumida.

Doy una cálida bienvenida al Presidente de la
Cámara de Diputados de Filipinas, Su Excelencia el
Honorable José De Venecia, a quien doy la palabra.

Sr. De Venecia (Filipinas) (habla en inglés):
Sr. Presidente: Deseo dar las gracias a la delegación
del Reino Unido por haber organizado esta sesión so-
bre el importante tema de la justicia y el Estado de de-
recho. Asimismo, expreso mi agradecimiento al Se-
cretario General por su amplio informe, publicado en
agosto pasado sobre el tema “El Estado de derecho y la

justicia de transición en las sociedades que sufren o
han sufrido conflictos” (S/2004/616).

Generalmente las naciones que han dejado atrás
un conflicto se ven traumatizadas por su memoria co-
lectiva de los crímenes de genocidio, las horrendas
violaciones de los derechos humanos y la violencia so-
cial sin sentido. Frecuentemente son muy pocos los
miembros de esas sociedades que no se ven afectados
por los desastres humanitarios que desencadena el de-
rrumbe del orden político, el Estado de derecho y los
mecanismos de la justicia. De ahí que resulte suma-
mente difícil la rehabilitación del Estado y el restable-
cimiento de su autoridad legítima.

Personas bien intencionadas no pertenecientes a
esas sociedades conceden máxima prioridad a la des-
movilización de las milicias irregulares y a la organi-
zación de nuevas fuerzas de seguridad para restablecer
la paz y castigar a los culpables. La experiencia histó-
rica sugiere que si se plantea prematuramente la cues-
tión de los delitos del pasado, ello sólo puede inducir a
los caudillos y los jefes de las bandas a resistirse con
fuerza a rendir cuentas de sus actos, quebrantando así
la provisional y frágil paz. La promoción de la justicia
punitiva en forma demasiado rápida puede ser perjudi-
cial y desestabilizar al Estado que sale de un conflicto,
que todavía es frágil.

Es cierto que la justicia debe ser un elemento cla-
ve en todo proceso de reconciliación nacional en las so-
ciedades que están en una situación de conflicto o que
acaban de salir de él. Eso es algo en lo que tenemos que
hacer hincapié, incluso si reconocemos que la justicia
punitiva no es siempre posible al inicio del proceso,
aunque sólo sea porque las instituciones provisionales
son demasiado débiles para aplicar el castigo.

La delegación de Filipinas apoya ampliamente las
recomendaciones que figuran en los párrafos 64 y 65
del informe del Secretario General. Confiamos plena-
mente en que dichas recomendaciones se aplicarán con
prudencia y paciencia, teniendo en cuenta que no exis-
ten fórmulas únicas o que produzcan resultados rápidos
para el restablecimiento del Estado de derecho en las
sociedades que han sufrido conflictos. Filipinas apoya
la participación de las Naciones Unidas en la recons-
trucción de las sociedades que han sufrido conflictos,
puesto que sabemos que su único objetivo es la conso-
lidación de la paz sostenible, una paz que perdure aun
después de que se haya marchado el personal interna-
cional de mantenimiento de la paz.
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No obstante, nunca debemos olvidar que hasta la
fecha no abundan los casos en que la reconstrucción
del Estado haya sido un éxito.

Permítaseme dar las gracias a un número conside-
rable de delegaciones de las Naciones Unidas por haber
examinado la propuesta que presentó Filipinas en la
Asamblea General de que se celebre un diálogo inter-
confesional en el marco del sistema de las Naciones
Unidas para promover la reconciliación entre las civili-
zaciones a nivel mundial. La reconciliación siempre ha
resultado más fácil en un clima de espiritualidad y fe.

Recuerdo las palabras de un memorable estadista,
quien dijo que el siglo XXI se definirá por una simple
opción que tendrán ante sí las naciones: hacer hincapié
en sus diferencias étnicas, ideológicas y religiosas o ha-
cer hincapié en su humanidad común. No obstante, las
naciones, no podrán escoger nunca la opción acertada
mientras sus pueblos insistan en que “nuestra fe debe
prevalecer de manera soberana”, habida cuenta de que
esta premisa sólo puede afirmarse mediante la negación
de todas las demás creencias religiosas. Considero que
todos debemos aprender a dar cabida a las religiones al-
ternativas si hemos de hallar una alternativa a tanta vio-
lencia y odio y si hemos de responder a la crisis de valo-
res que tan arraigada está en nuestro mundo de hoy.

Durante los dos últimos años, en Filipinas hemos
venido fomentando de manera incansable la necesidad
de un entendimiento mundial entre las religiones, apo-
yando un diálogo entre las civilizaciones y las culturas,
concretamente el diálogo cristiano-musulmán a nivel
regional. Dicho diálogo no debería realizarse sólo entre
los dirigentes políticos, sino también entre los dirigen-
tes religiosos y los dirigentes de la sociedad civil para
intentar reducir las tensiones político-religiosas y étni-
cas, así como los conflictos que han causado tanto da-
ño a las regiones y las naciones, a las sociedades y las
comunidades durante cientos de años y que ahora han
irrumpido en los primeros años del siglo XXI.

Considero que el sector religioso tiene la influen-
cia moral para ayudar al Consejo de Seguridad en sus
esfuerzos, particularmente en situaciones de conflicto
con un trasfondo religioso. Debido a su autoridad mo-
ral, el sector religioso está bien situado para abordar
las cuestiones relativas a la comunidad, como la justi-
cia y el Estado de derecho. Dicho sector no sólo ejem-
plifica el respeto de la sociedad internacional por la
dignidad humana y el valor de las personas, sino que
muchas veces el sector religioso es la única agrupación

en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos
que sigue funcionando con suficiente congruencia co-
mo para servir de base para la reconstrucción de las so-
ciedades que han sido destruidas. El sector religioso
podría y debería convertirse en un instrumento eficaz
para la consecución de los objetivos del programa de
consolidación de la paz de la comunidad internacional.
Hasta la fecha, la comunidad internacional no ha apro-
vechado plenamente las posibilidades de ese sector.

El año pasado año, nuestra delegación presentó un
proyecto de resolución en la Asamblea General en el
que se proponía la creación de un consejo interreligioso
o un comité especial en el seno de las Naciones Unidas
para ayudar a encarar el problema relativo a la solución
de los conflictos, la reconciliación y el logro de la justi-
cia y el Estado de derecho. Consideramos que sería una
buena idea que en dicho comité especial para el enten-
dimiento entre las religiones o entre las creencias reli-
giosas —que por primera vez moviliza a un sector fun-
damental pero olvidado, el sector interreligioso— parti-
ciparan los dirigentes religiosos para que colaboraran
con los dirigentes políticos, las autoridades guberna-
mentales y los dirigentes de la sociedad civil a fin de
contribuir a la paz y al entendimiento y de ayudar a re-
solver los difíciles conflictos étnicos y políticorreligio-
sos, tales como el de Mindanao, en mi propio país, en
los Balcanes, el Oriente Medio, el África septentrional,
el Asia meridional, el Asia sudoriental y otras regiones
del mundo. Consideramos que el establecimiento de un
consejo interreligioso o de una dependencia concreta
para el entendimiento entre las religiones en el marco
del sistema de las Naciones Unidas es una idea que ya
es hora de que se lleve a la práctica.

Sr. Denisov (Federación de Rusia) (habla en ru-
so): Nosotros también quisiéramos dar las gracias al
Reino Unido por la propuesta tan útil de celebrar hoy
esta sesión. En el informe del Secretario General titu-
lado “El Estado de derecho y la justicia de transición
en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos”
(S/2004/616) se definen una serie de cuestiones que
requieren un examen en profundidad por parte del
Consejo de Seguridad, los Estados Miembros y los ór-
ganos de las Naciones Unidas, incluida la Secretaría.
En particular, los mandatos para el mantenimiento de la
paz deben mejorarse. En muchos de ellos simplemente
no se incluyen tareas relativas a la justicia de transición
y a la garantía del Estado de derecho, o bien no siem-
pre reflejan las necesidades actuales de los Estados en
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los que se despliegan las misiones. Compartimos con el
Secretario General su preocupación al respecto.

En ese contexto, deseo recordar que hace algunos
años la Federación de Rusia formuló una propuesta al
Comité Especial de la Carta de las Naciones Unidas y
del fortalecimiento del papel de la Organización en el
sentido de que examinara la cuestión del fundamento
jurídico de las operaciones de mantenimiento de la paz
de las Naciones Unidas, y presentamos un documento.
A vuestro juicio, tal vez el Comité Especial debería
reanudar ahora su labor acerca de nuestra propuesta.

Estamos plenamente de acuerdo con el Secretario
General en el sentido de que no se puede contar con
que las reformas para garantizar el Estado de derecho
funcionen bien y sean estables cuando han sido im-
puestas desde afuera y no se basan en tradiciones
y condiciones locales. Las Naciones Unidas y la comu-
nidad internacional en su conjunto no deberían reem-
plazar, sino complementar y estimular, las iniciativas
nacionales, incluso en las esferas de la justicia y el
mantenimiento del orden público.

Como bien saben los miembros, en las etapas ini-
ciales de los esfuerzos de las Naciones Unidas destina-
dos a garantizar el Estado de derecho en las sociedades
en situación posterior a los conflictos se hizo hincapié
en el establecimiento de tribunales penales internacio-
nales de un costo más bien elevado. La experiencia nos
ha permitido introducir varias medidas correctivas. Por
ejemplo, en la actualidad contamos con tribunales
mixtos en los que intervienen juristas locales junto con
magistrados internacionales. De esa manera se logra no
solamente capacitar en derecho a los responsables na-
cionales, sino también ayuda a establecer sistemas ju-
rídicos nacionales para introducir normas democráticas
de justicia y elevar el nivel de comprensión y de con-
ciencia de la sociedad respecto del derecho. Desde lue-
go, un hito importante en el establecimiento del Estado
de derecho en las sociedades en situación de conflicto
o posterior a los conflictos ha sido la creación de
la Corte Penal Internacional, que acaba de iniciar el
examen de sus primeros casos penales.

A este respecto, quisiera aludir a otro aspecto fun-
damentalmente importante. Es cierto que garantizar la
justicia y el Estado de derecho debe considerarse como
un objetivo primordial en la labor de las Naciones Uni-
das a favor de la paz. Sin embargo, ello no puede ser un
objetivo en sí mismo. Al tratar de hacer justicia, en al-
gunos casos el celo excesivo puede convertirse en un

impedimento para la paz, dificultando el logro o la apli-
cación de acuerdos de paz. En tales casos se debería re-
currir más activamente a los mecanismos alternativos,
como las comisiones de la verdad y la reconciliación.

En la actualidad, el Secretario General está colabo-
rando con los Estados Miembros a fin de llegar a un
acuerdo sobre la elaboración de una lista de expertos
que brinden asistencia a los países en situación poste-
rior a los conflictos. En esa lista se incluiría a expertos
en asistencia relativa a la organización de la justicia de
transición para reinstaurar el sistema de justicia que
haya sido destruido y garantizar el Estado de derecho.
Queda entendido que, cuando se les necesite, esos ex-
pertos estarían a disposición de las Naciones Unidas.
Apoyamos esa propuesta y estamos dispuestos a colabo-
rar con la Secretaría para llegar a un acuerdo al respecto.

En general, Rusia está de acuerdo con el conteni-
do del informe del Secretario General (S/2004/616) so-
bre el fortalecimiento del papel de la Organización en
lo relativo al establecimiento de sistemas de justicia y a
la protección del Estado de derecho en los países que
sufren o han sufrido conflictos. En ese sentido, quisiera
formular la siguiente observación: se ha planteado la
necesidad de establecer una estructura coordinadora en
las Naciones Unidas sobre cuestiones relativas al Esta-
do de derecho y la justicia de transición. No descarta-
mos esa idea; estamos dispuestos a considerarla. Pero
al mismo tiempo, estimamos que un aumento del nú-
mero de mecanismos burocráticos no siempre contri-
buye a mejorar el funcionamiento y la eficacia del sis-
tema. Por consiguiente, instamos al Comité Ejecutivo
de Paz y Seguridad, al cual ha solicitado el Secretario
General que presente recomendaciones sobre las cues-
tiones que figuran en el informe, que se centre en bus-
car los medios de mejorar la coordinación entre los
mecanismos existentes.

Sr. Pleuger (Alemania) (habla en inglés): A
nuestro juicio, el informe del Secretario General sobre
el Estado de derecho y la justicia de transición en las
sociedades que han sufrido o sufren conflictos
(S/2004/616) es un documento histórico. Constituye un
importante paso hacia definir un concepto del Estado de
derecho y la justicia de transición y explicar su perti-
nencia con respecto a la labor de las Naciones Unidas.

Deseo sumarme a la declaración que formulará el
representante de los Países Bajos en nombre de la
Unión Europea. Asimismo, quiero dar las gracias al
Secretario General y a los miembros de la Secretaría
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que participaron en la elaboración del informe por su
excelente labor.

Alemania acoge con sumo beneplácito ese infor-
me y promete colaborar con las Naciones Unidas para
que sus ideas se traduzcan en medidas concretas. Lo ha-
remos en nuestra calidad de miembro del Consejo, de la
Asamblea General y de otros órganos pertinentes del
sistema de las Naciones Unidas, así como de Estado
parte en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Interna-
cional y de país donante que ya dedica gran parte de
sus programas de asistencia a la promoción de estruc-
turas de gobierno tanto judiciales como no judiciales.

Sin embargo, debemos dejar en claro un elemento
muy importante: el informe del Secretario General, por
exhaustivo y ponderado que sea, es sólo el comienzo
de un programa a largo plazo. Hay interrogantes im-
portantes y a menudo difíciles por resolver. Con ello
me refiero a cuestiones normativas, tales como la se-
cuencia y el momento adecuado para la adopción de
medidas destinadas a promover la paz, la justicia y la
reconciliación; a cuestiones institucionales, como la
cooperación con las Naciones Unidas, en particular el
Consejo de Seguridad, y con la Corte Internacional de
Justicia, y a la cuestión de los recursos.

En cuanto a esta última cuestión, las medidas de
las Naciones Unidas deben verse complementadas por
la asistencia que los Estados se brindan entre sí cuando
un Estado necesita determinadas capacidades, mate-
riales o asesoría. El Consejo instará a los Estados
Miembros que estén en condiciones de hacerlo a que
contribuyan con expertos y materiales nacionales.

A ese respecto, quisiera señalar a la atención de
los miembros la iniciativa de respuesta rápida de la jus-
ticia que varios países de todas partes del mundo, inclui-
da Alemania, han puesto en marcha en los últimos me-
ses. Esa iniciativa surgió al reconocerse la probabilidad
de que, aun cuando un Estado esté dispuesto a adoptar
las medidas necesarias para investigar y presentar a la
justicia algunos de los peores crímenes —crímenes de
guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidio— tal
vez no pueda hacerlo por falta de expertos y de recur-
sos. La solución a ese dilema puede ser que los Estados
que tengan expertos o recursos se coordinen para brin-
dar, en un breve plazo, asesoría y recursos eficaces en
función de los costos, según sea necesario. Dichos ex-
pertos y recursos pueden utilizarse para ampliar la ca-
pacidad de aquellos Estados que, aunque así lo deseen,
no están en plenas condiciones de llevar a juicio esos

crímenes, o para aumentar las capacidades de las ins-
tituciones internacionales de justicia, particularmente
la Corte Penal Internacional. En cualquiera de los ca-
sos, esas capacidades de respuesta rápida de la justicia
se desplegarían solamente cuando se soliciten.

Los Gobiernos y los expertos de la sociedad civil
que han trabajado juntos en los últimos meses para ela-
borar la iniciativa de respuesta rápida de la justicia es-
tán convencidos de que brindar una asistencia eficaz a
los Estados con suficiente voluntad política pero sin
suficientes recursos sería un elemento importante para
darle un significado auténtico a la idea del sentido de
propiedad local. La iniciativa de respuesta rápida de la
justicia es todavía un proyecto incipiente. Los Estados
que estén interesados en ayudar a perfeccionar esta ini-
ciativa están invitados a unirse a ella.

Permítaseme dedicar la parte final de mi discurso
a una cuestión específica y formular esta parte de
mi declaración también a nombre de Finlandia y del
Reino Hachemita de Jordania. Esa cuestión trata de las
estructuras institucionales necesarias para poner en
práctica la larga lista de recomendaciones del informe.

Efectivamente, si bien en el informe se explican
los retos y el programa de actividades futuras de las
Naciones Unidas en la esfera del Estado de derecho y
la justicia de transición en situaciones posteriores a
los conflictos, no aborda directamente la cuestión de
cuáles son los cambios institucionales necesarios que
permitirán a las Naciones Unidas abocarse mejor al
fortalecimiento de la justicia y del Estado de derecho.

El informe simplemente encomienda al Comité
Ejecutivo de Paz y Seguridad la formulación de pro-
puestas para mejorar los arreglos del sistema de las
Naciones Unidas destinados a respaldar el estado de
derecho y la justicia de transición en las sociedades
que sufren o han sufrido conflictos.

Actualmente, la labor de las Naciones Unidas en
la esfera del estado de derecho y la justicia de transi-
ción se divide entre 11 departamentos y organismos del
sistema de la Organización. La cooperación entre los
distintos actores se mantiene gracias a una red de coor-
dinadores, cuya función es fundamentalmente de coor-
dinación. Por ahora, todavía no se ha creado ninguna
oficina dedicada a la cuestión. En el arreglo actual no
se prevé el desarrollo de políticas comunes y estrate-
gias generales, ni tampoco permite que se vayan acu-
mulando la memoria institucional, las prácticas idóneas
y las lecciones aprendidas.
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Finlandia, Jordania y Alemania consideran que es
preciso crear una nueva entidad en el seno de la Se-
cretaría de las Naciones Unidas que permita a la Orga-
nización actuar con más eficiencia en esta esfera mul-
tidisciplinaria. Por consiguiente, Finlandia, Alemania y
Jordania han elaborado un texto oficioso en el que se
esbozan posibles modelos para la futura organización
de las actividades relativas al estado de derecho y a
la justicia de transición dentro del sistema de las Na-
ciones Unidas. Esperamos que así se cuente con un
punto de partida para los debates del Comité Ejecutivo
de Paz y Seguridad sobre la cuestión. Remitimos nues-
tro texto oficioso a la Secretaría en una gestión de alto
nivel el 29 de septiembre. El 1° de octubre, enviamos
el texto oficioso a todas las misiones permanentes, con
fines informativos.

Un elemento común de los modelos que figuran
en el texto oficioso es la premisa de que para incorpo-
rar de manera efectiva cualquier tema, hace falta un
centro de gravedad institucional dentro del sistema de
las Naciones Unidas. Para incorporar un tema no se
puede depender simplemente de reuniones ocasionales
o periódicas o de un intercambio de información.

El texto oficioso tiene por objetivo promover una
entidad responsable de toda la labor política que se
realice en las Naciones Unidas en la esfera del estado
de derecho y la justicia de transición. Desde un princi-
pio, se le encomendarían varias tareas destacadas en el
informe para que las estudiara y actuara al respecto, co-
mo analizar las prácticas idóneas, desarrollar propuestas
y políticas generales para la actividad de las Naciones
Unidas; ayudar a planificar estrategias nacionales ge-
nerales; coordinar los esfuerzos con los actores de fue-
ra del sistema de las Naciones Unidas; actualizar y su-
plementar el material correspondiente de las Naciones
Unidas, como las directrices y los manuales; gestionar la
creación de bases de datos y de recursos basados en la
Internet; crear y mantener listas actualizadas de exper-
tos; planificar programas generales de capacitación para
el personal de las Naciones Unidas y otras cuestiones.

En el texto oficioso también se sostiene que las
operaciones principales de la nueva entidad deberían
financiarse con cargo al presupuesto ordinario, mien-
tras que las actividades de funcionamiento seguirían fi-
nanciándose con cargo a los presupuestos del departa-
mento o de los organismos que las llevaran a cabo.

Quisiéramos recalcar que el texto oficioso que
elaboramos no tiene por objetivo presentar soluciones

fáciles. Al contrario, con él se pretende asistir al Co-
mité Ejecutivo de Paz y Seguridad en su tarea de pre-
sentar propuestas propias. Sr. Presidente: Le agradece-
ríamos que viera la distribución del texto oficioso entre
las misiones permanentes como un esfuerzo por señalar
a su atención una cuestión que, en nuestra opinión, de-
be tratarse urgentemente y como un intento de apuntar
posibles maneras de abordar la cuestión.

Sr. Akram (Pakistán) (habla en inglés): Sr. Pre-
sidente: Quiero acoger con beneplácito su presencia en
el Consejo de Seguridad para presidir esta importante
sesión, organizada por la Presidencia del Reino Unido.
También doy las gracias al Secretario General por su
tan clara declaración de hoy y por el informe que ha
presentado sobre el estado de derecho y la justicia de
transición en las sociedades que sufren o han sufrido
conflictos.

La necesidad de justicia y de estado de derecho es
obvia, sobre todo en las sociedades que sufren un con-
flicto. Estos principios son fundamentales para la con-
secución de la justicia social y económica y para el
ejercicio de los derechos políticos, económicos, cultu-
rales, religiosos y medioambientales. Son un medio
esencial para colmar las aspiraciones humanas de la
paz, la igualdad y la justicia.

Tengo varias observaciones sobre la cuestión.

Primero, cada situación de conflicto es única y
presenta su propia dinámica. Estamos de acuerdo con el
Secretario General en que las soluciones preestablecidas
son erróneas y debemos evitar la idea de una fórmula
única para todas las situaciones. Segundo, respaldamos
la recomendación de que las necesidades relativas a la
justicia y al estado de derecho deberían formar parte de
toda actividad internacional o de las Naciones Unidas
en una sociedad que acaba de sufrir un conflicto. Ter-
cero, reconocemos la importancia de fomentar la capa-
cidad nacional en instituciones nacionales indepen-
dientes. Cuarto, apoyamos la promoción de la buena
gestión pública y la creación de instituciones naciona-
les, en particular el fomento de la capacidad judicial
nacional.

Quinto, consideramos que se pueden aprovechar
las tradiciones indígenas u oficiosas para la adminis-
tración de la justicia y el arreglo de controversias,
siempre que se ajusten a las leyes internacionales.
Sexto, apoyamos plenamente la necesidad de poner fin a
la impunidad por los crímenes de lesa humanidad. Sép-
timo, la justicia, la paz y la democracia se fortalecen
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mutuamente y deberían promoverse de manera simultá-
nea. Octavo, la reconstrucción, la recuperación econó-
mica y la generación de empleo también crean más po-
sibilidades de que se preserve el estado de derecho.

Noveno, la necesidad de poner fin a la impunidad
por los crímenes financieros también es importante. La
comunidad internacional debería reforzar y mejorar los
mecanismos de cooperación para garantizar que el dine-
ro robado u otros bienes obtenidos por corrupción y
otros medios ilícitos se devuelvan a los países de origen.

La justicia y el estado de derecho son fundamen-
tales para el establecimiento y el mantenimiento del
orden, la paz y la estabilidad, tanto al nivel intraestatal
como al interestatal. Actualmente la comunidad inter-
nacional también se podría considerar una sociedad en
conflicto. Así, las estrategias nacionales en materia de
estado de derecho deben complementarse con el estado
de derecho internacional.

El Secretario General formuló una declaración
categórica en la inauguración del debate general de la
Asamblea General este año. Quisiera citar tres frases
de su declaración formulada en la 3ª sesión de la
Asamblea:

“el imperio de la ley se ve amenazado en todo el
mundo. […] Toda nación que proclame el imperio
de la ley en su territorio debe respetarlo también
en el exterior; toda nación que insista en su defen-
sa en el exterior debe también imponerlo en su te-
rritorio. […] Quienes pretenden conferir legitimi-
dad deben primero encarnarla, y quienes invocan
el derecho internacional deben someterse a él.”

Las Naciones Unidas deben fomentar su capaci-
dad de defender el estado de derecho, tanto en el plano
nacional como —aún más importante— en el interna-
cional. El sistema judicial internacional debería forta-
lecerse para impulsar la adhesión a los principios de la
Carta de las Naciones Unidas y del derecho internacio-
nal. Los órganos judiciales internacionales que se han
creado hasta ahora son, en nuestra opinión, un buen
punto de partida. Con todo, deberíamos tratar de pro-
mover y favorecer los sistemas judiciales internacio-
nales, en el contexto de las medidas que se están estu-
diando, para crear un sistema de las Naciones Unidas
que responda a las realidades del siglo XXI.

Sr. Yañez-Barnuevo (España): Quisiera antes
que nada resaltar el acierto de la Presidencia de turno
del Consejo, el Reino Unido, al proponer como tema de

este debate, por segundo año consecutivo, la justicia y
el estado de derecho en situaciones de transición tras
los conflictos.

Mi delegación quisiera poner de relieve algunos
puntos que considera de especial importancia, a la luz
del informe del Secretario General (S/2004/616), que
hemos analizado con suma atención y también quisiera,
a este propósito, felicitar y dar las gracias al Secretario
General, no sólo por la exposición introductoria que
nos ha hecho esta mañana, sino también por su impor-
tante discurso pronunciado al comienzo de la Asamblea
General de este año (véase A/59/PV.3), que ha puesto
la reflexión y la acción sobre la legalidad y los dere-
chos humanos, dentro de cada uno de los Estados y en
el plano internacional, en el centro mismo del debate
de la orientación de nuestra Organización.

Antes de entrar en la exposición de los puntos
que queremos resaltar, quisiera señalar también que
España, lógicamente, respalda plenamente la declara-
ción que, más tarde, efectuará el representante de los
Países Bajos en nombre de la Unión Europea.

La necesidad de generar seguridad y confianza
entre la población en situaciones de crisis o poscon-
flicto es imprescindible para consolidar o restablecer,
según sea el caso, el estado de derecho y los mecanis-
mos de la administración de justicia. La seguridad jurí-
dica otorga una base fundamental para garantizar la
estabilidad, no sólo política y ciudadana, sino incluso
también social y económica. Las Naciones Unidas dis-
ponen de una amplia experiencia, adquirida sobre el te-
rreno, en las operaciones de paz, pero también dispo-
nen de un importante caudal de aportaciones de los ór-
ganos deliberantes de la Organización, y principal-
mente de la Asamblea General, que ya en 1985 adoptó
los Principios básicos relativos a la independencia de la
judicatura y, posteriormente, los Principios básicos so-
bre la función de los abogados, y las Directrices sobre
la función de los fiscales. Todo ello sin olvidar, por su-
puesto, las importantes aportaciones de la Comisión de
Derechos Humanos y los servicios de asesoramiento
que presta en esta materia la Oficina del Alto Comisio-
nado para los Derechos Humanos.

Primero que nada, hay que recordar que los acto-
res y las instituciones locales son fundamentales. Es
preciso minimizar los riesgos de que las actuaciones de
las Naciones Unidas en este campo puedan ser percibi-
das como una imposición externa que prescinde de las
circunstancias y tradiciones propias del país de que se
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trate. Suscribimos plenamente, por tanto, las ideas ex-
presadas por el Secretario General al afirmar que, en
sus actuaciones, las Naciones Unidas no aspiran a diri-
gir, sino a asistir y orientar en este ámbito a sociedades
fracturadas y necesitadas de un apoyo externo para re-
cuperar condiciones de funcionamiento normal de sus
propias instituciones.

Es preciso además lograr que la justicia sea algo
más que un concepto meramente abstracto. Para ello,
es preciso acercarla de forma visible a los ciudadanos
y, muy especialmente, a las víctimas. En ese sentido,
creemos que las iniciativas formuladas por los Presi-
dentes de los Tribunales Penales Internacionales para
Rwanda y la ex Yugoslavia con vistas al estableci-
miento de mecanismos de resarcimiento para las vícti-
mas merecen ser estudiadas con suma atención y de
forma positiva. El Fondo Fiduciario en beneficio de las
víctimas y sus familias, instituido por los Estados par-
tes en el Estatuto de la Corte Penal Internacional, es ya
una realidad que empieza a dar sus primeros pasos.

Esperamos también que pronto culmine la labor
emprendida por la Comisión de Derechos Humanos,
tendiente a elaborar principios y directrices básicos so-
bre el derecho de las víctimas de violaciones de las
normas internacionales de derechos humanos y del de-
recho internacional humanitario a obtener reparación.

El informe del Secretario General hace referencia
también al problema planteado por los vacíos jurídicos,
en aquellos casos en que las operaciones de paz tienen
lugar en escenarios caracterizados por la práctica au-
sencia de mecanismos operativos de justicia penal.

En su día, el informe Brahimi sobre las operacio-
nes de paz (S/2000/809) planteó la posibilidad de ela-
borar algún tipo de código jurídico susceptible de ser
aplicado provisionalmente en situaciones como la que
acabo de describir, con objeto de colmar tales lagunas.
Nos complace saber que en los próximos meses se es-
pera culminar la elaboración de algunos instrumentos
que puedan facilitar la labor de las Naciones Unidas en
ese tipo de circunstancias.

En el ámbito de la justicia internacional, es fun-
damental el papel que, sobre la base de la experiencia
adquirida por los tribunales penales especiales o mix-
tos, le corresponde desempeñar a la Corte Penal Inter-
nacional en la lucha contra la impunidad por los críme-
nes más graves de trascendencia internacional. La co-
munidad internacional dispone ahora de una instancia
permanente, independiente e imparcial para hacer jus-

ticia en los casos más relevantes de serias violaciones
de los derechos humanos y el derecho internacional
humanitario en aquellas situaciones en que, conforme
al principio de complementariedad, los sistemas penales
internacionales no estén en condiciones, por una u otra
razón, de ocuparse de estos importantes asuntos de un
modo genuino y eficaz.

Nos congratulamos de que en los últimos días se
haya producido ya el número de ratificaciones del Es-
tatuto de Roma que hace que más de la mitad de los
Estados Miembros de las Naciones Unidas sean ahora
parte de ese Estatuto y también que se haya firmado
entre el Secretario General de las Naciones Unidas y el
Presidente de la Corte Penal Internacional un acuerdo
de relación y cooperación que convierte a la Corte en
parte del sistema de las Naciones Unidas.

A lo largo de los últimos años, hemos tenido oca-
sión de comprobar los positivos resultados derivados
de la aplicación de mecanismos extrajudiciales que
pueden coadyuvar a la consecución de la justicia en
determinadas situaciones de transición, mecanismos a
los que se ha referido también el Sr. Méndez en su in-
tervención inicial. Me refiero a las comisiones de la
verdad y para la reconciliación nacional o comisiones
para el esclarecimiento histórico, comisiones naciona-
les de derechos humanos, comisiones para la investiga-
ción de antecedentes en el servicio público y otras.
Estos mecanismos, además de ser en algunas circuns-
tancias especialmente apropiados desde un punto de vista
político y social, acentúan el carácter nacional del proceso
de restauración de la justicia y el estado de derecho.

En ocasiones podrán preceder al establecimiento
de tribunales especializados. En otras, su correcto fun-
cionamiento, acompañado de un adecuado fortaleci-
miento de las capacidades nacionales en el campo de la
administración de justicia, podría incluso hacer innece-
sarios esos tribunales especializados. Las fórmulas
concretas pueden depender de las situaciones concretas
de que se trate y siempre será decisiva la voluntad de
los pueblos más directamente afectados.

La formación y la capacitación de personal local
en el ámbito de la justicia y el estado de derecho cons-
tituyen un aspecto clave que debe ser impulsado a to-
dos los niveles y para el que deben movilizarse recur-
sos adecuados.

A este respecto, quiero señalar que, en coordina-
ción con la Comisión Europea, España ha organizado
recientemente un taller sobre justicia penal. Este taller
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contó con la asistencia de expertos de diversas organiza-
ciones internacionales, —entre ellos de las Naciones
Unidas así como de asociaciones y organizaciones de la
sociedad civil—, y estaba dirigido precisamente a mejo-
rar las capacidades existentes en esta área, especialmente
respecto a situaciones de crisis y post-conflicto. En este
sentido, conviene no olvidar las contribuciones que pue-
den estar en condiciones de aportar organizaciones como
el Consejo de Europa, con su experiencia inigualable en
cuanto a la protección de los derechos humanos, la coo-
peración judicial en materia civil y penal y la moderni-
zación de los sistemas de justicia, y también la Organi-
zación para la Seguridad y la Cooperación en Europa,
que ha venido trabajando eficazmente en la diplomacia
preventiva y la gestión de crisis.

Para concluir, quisiera indicar que mi delegación
apoya plenamente las conclusiones y recomendaciones
contenidas en el informe del Secretario General, en
particular en el capítulo final titulado “Camino hacia
adelante”, y quisiera también señalar que España está
dispuesta a cooperar activamente en la aplicación de
esas recomendaciones. La trascendencia del asunto que
nos ocupa hace, además, aconsejable que el Consejo de
Seguridad siga evaluando periódicamente los avances
registrados en la aplicación de estas recomendaciones
con objeto de no perder la dinámica generada con esta
positiva iniciativa presentada por el Reino Unido.

Sr. Maquieira (Chile): Sr. Presidente: Quisiera,
en primer lugar, agradecer su presencia entre nosotros
hoy día y agradecer la convocatoria de esta sesión pú-
blica que ha hecho el Reino Unido durante su Presi-
dencia. Quiero también expresar mi agradecimiento por
el informe que nos ha presentado el Secretario General
y también por la contribución muy sustantiva que ha he-
cho el Asesor Especial del Secretario General, Sr. Juan
Méndez, un distinguido argentino y latinoamericano a
quien conocemos bien por su inclaudicable lucha por
los derechos humanos.

Mi delegación entiende este ejercicio como parte
de un proceso en el que el Consejo de Seguridad dis-
cute el rol de las Naciones Unidas en el post-conflicto
en áreas claves para asegurar una paz sostenible y au-
mentar sus decisiones, especialmente en la elaboración
de mandatos y en el diseño de estrategias de salida. En
este contexto, la noción de estado de derecho aparece
como paradigma relativamente nuevo en las relaciones
internacionales, presentándose como límite a la arbitra-
riedad del Estado y como principio ordenador de las re-
laciones internacionales y al interior de cada sociedad.

Por su parte, la reconciliación se presenta como
la respuesta colectiva de una sociedad que emerge de
una crisis y cuya trama constitutiva ha sido dañada.
Pone término al ciclo de violencia y sienta las bases de
una nueva convivencia.

No puede haber reconciliación sin justicia, y no
cesaremos de repetir esto en cada ocasión que sea
necesario.

La sesión de hoy se suma a dos debates públicos
celebrados en el Consejo de Seguridad en el último
tiempo. El primero, sobre la justicia y el estado de de-
recho: el papel de las Naciones Unidas, fue organizado
por la delegación del Reino Unido en septiembre del
año pasado. El segundo, sobre la reconciliación nacio-
nal después de los conflictos: el papel de las Naciones
Unidas, se celebró en enero pasado bajo la presidencia
de mi país.

Respondiendo a mandatos específicos del Con-
sejo de Seguridad tras la celebración de ambos debates,
el Secretario General nos presenta el informe “El Esta-
do de derecho y la justicia de transición en las socieda-
des que sufren o han sufrido conflictos” (S/2004/616),
materia que hoy examinamos. Se trata, a juicio de mi
delegación, de un informe muy completo, de gran valor
conceptual y en el cual se describe la experiencia de las
Naciones Unidas en la promoción de la justicia y el
estado de derecho en las sociedades que sufren o han
sufrido conflictos, y se formulan además recomenda-
ciones específicas.

Mi país comparte la opinión del Secretario Gene-
ral sobre el rol central que debe asignarse al estado de
derecho y acerca de la necesidad de seguir un enfoque
integrado en que se aborde conjuntamente la justicia de
transición. Y debo agregar que mi país algo de expe-
riencia tiene en ello, muy recientemente en materia de
justicia de transición. De igual manera, apoyamos el
énfasis en el establecimiento de sistemas judiciales na-
cionales y eficaces, la observancia de las normas inter-
nacionales de derechos humanos y la necesidad de
apoyar la Corte Penal Internacional.

Con respecto a la reconciliación, debo decir que
nos parece que el informe puede haber utilizado una
noción restringida. El informe contempla la reconcilia-
ción como mecanismo extrajudicial de justicia de tran-
sición. Nos parece, sin embargo, que ese punto de vista
basado en una expresión instrumental de la reconcilia-
ción no considera que la reconciliación nacional es un
proceso, pero también un resultado que en ocasiones
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puede identificarse con un mecanismo concreto cuya
realidad trasciende mecanismos específicos al apelar a
un cambio en las relaciones interpersonales al interior
de una sociedad.

Faltó tal vez en el informe abordar la reconcilia-
ción desde la perspectiva de la respuesta política que
deben dar los Estados, las Naciones Unidas y el Con-
sejo de Seguridad en los procesos de reconstrucción
post-conflicto por tratarse de un fenómeno que, en úl-
tima instancia, trasciende lo jurídico.

Más allá de aspectos puntuales, nos parece que el
informe es positivo y suscribimos sus recomendacio-
nes. Creemos que, en esta coyuntura, debemos con-
centrarnos en determinar qué medidas prácticas debe-
mos tomar para hacer operativas en la acción de las
Naciones Unidas las ideas planteadas.

A este respecto, yo quisiera brevemente referirme
a dos de ellas. Celebramos la promoción que hace el
informe en lo que concierne a las cuestiones de género,
en el sentido de que favorecen la plena participación de
la mujer en todo el proceso. Ello viene a empalmar con
lo que ha sostenido este Consejo a través de la resolu-
ción 1325 (2000), que volveremos a abordar en unos
días más. También nos parece pertinente reforzar la ca-
pacidad de los representantes especiales del Secretario
General y de las operaciones de paz para llevar a cabo
desde un comienzo la recolección de información que
luego sirva de evidencia sobre violaciones y crímenes
graves, y no esperar la conclusión del conflicto o el
inicio de la etapa post-conflicto para llevar a cabo este
proceso. Hemos encontrado en varias ocasiones, cuan-
do se suscita el tema de los derechos humanos y de la
justicia en una situación de post-conflicto, que mucha
evidencia que antes fue información y ahora es eviden-
cia ha desaparecido, ha sido destruida en los procesos
y, tal vez, haciendo las salvaguardias desde el punto de
vista jurídico necesarias, el Consejo debiera abordar la
posibilidad de ver cómo se pueden utilizar estos meca-
nismos –el representante especial y las operaciones de
paz- para recolectar información que luego sirva de
evidencia. Ello nada tiene que ver con una decisión que
es posterior sobre enjuiciar o no a las personas que han
sido las supuestas responsables.

Confiamos en que las ideas que emanen de este
debate nos ayudarán a dar expresión práctica al rol de
las Naciones Unidas en materia de justicia, estado de
derecho y reconciliación post-conflicto; un rol que, lo

hemos dicho, es de facilitación y no de sustitución de
los esfuerzos nacionales.

Sr. Sardenberg (Brasil) (habla en inglés): Sr.
Presidente: Mi delegación desea darle las gracias por
haber convocado este debate público. Damos también
las gracias al Secretario General por su minucioso in-
forme sobre este tema cada vez más importante relativo
a la justicia y el estado de derecho, y por las recomen-
daciones concretas que ha formulado. También quisiera
dar las gracias a la delegación de Chile por haber orga-
nizado una exposición informativa con arreglo a la
fórmula Arria junto con representantes de organizacio-
nes no gubernamentales que ofrecieron numerosas ob-
servaciones valiosas y penetrantes sobre el tema.

Por ultimo, pero no por ello menos importante,
quiero dar las gracias al Asesor Especial, Sr. Juan Mén-
dez, por su valiosísima participación en nuestra sesión.

El Brasil apoya plenamente la declaración que
formuló el Secretario General ante la Asamblea Gene-
ral el 21 de septiembre. Verdaderamente, es nuestra
gran responsabilidad inculcar, defender y restablecer
un mayor respeto hacia el Estado de derecho, no sólo
en el plano nacional sino en todo el mundo. Todos los
Estados Miembros tienen el deber incuestionable y
primordial de acatar las disposiciones de la Carta de las
Naciones Unidas y, además, el derecho relativo a los
derechos humanos, el derecho internacional humanita-
rio, el derecho de los refugiados y el derecho penal.
Cabe agregar que tomamos nota con interés de las
ideas que plantea el Secretario General en su informe,
especialmente cuando dice que

“debemos aprender a no recurrir a fórmulas úni-
cas, iguales para todos, y a no importar modelos
extranjeros para fundarnos, en cambio, en la
evaluación, la participación y las necesidades y
aspiraciones de los propios países.” (S/2004/616,
Resumen)

Las Naciones Unidas pueden realizar una gran
labor en lo que se refiere al Estado de derecho. Los
mandatos que ha aprobado últimamente el Consejo in-
cluyen importantes componentes relativos al Estado de
derecho y la justicia en misiones tales como las de
Côte d'Ivoire, Liberia y Haití. En esas operaciones
multidimensionales de mantenimiento de la paz, las
Naciones Unidas desempeñan una función fundamental
al formular y aplicar iniciativas a largo plazo con pos-
terioridad a los conflictos, no sólo con respecto al de-
sarrollo y la democracia, sino también con respecto al
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fortalecimiento del Estado de derecho. Todos estos
objetivos son interdependientes y se refuerzan entre sí,
y contribuyen a instaurar una paz sostenible en las so-
ciedades asoladas por la guerra.

Cuando está vigente un sistema judicial indepen-
diente e imparcial, se tiende a recurrir a la justicia y a
hacer justicia, se aplican las normas con ecuanimidad
y, como resultado de ello, el pueblo tiene confianza en
sus instituciones legítimas. En un entorno posterior a
un conflicto, puede romperse el círculo vicioso de la
violencia y prevenirse eficazmente la repetición de los
conflictos.

La adhesión al Estado de derecho entraña el res-
peto de los principios de la igualdad ante la ley, la se-
paración de poderes, la gestión pública democrática y
la justicia social, entre otros preceptos fundamentales.
El Estado de derecho debe ser coherente con las nor-
mas y las reglas internacionales en materia de derechos
humanos. El respeto de los derechos humanos es aún
más imperioso en la etapa posterior a un conflicto, en
la que la protección de las minorías perseguidas es una
necesidad urgente.

Ayudar a las sociedades desgarradas por los con-
flictos a restablecer el Estado de derecho y a encarar
los abusos del pasado para lograr la reconciliación su-
pone una amplia gama de tareas complejas. Es una la-
bor crítica que requiere en muchos aspectos la partici-
pación de la comunidad internacional.

En cuanto a la justicia de transición en las socie-
dades que han sufrido conflictos, hay que destacar al-
gunas cuestiones clave. Necesitamos considerar cuida-
dosamente las necesidades particulares de cada país en
materia de justicia y Estado de derecho. Las consultas
y el sentido de identificación locales son elementos
muy importantes, especialmente en lo que atañe a las
víctimas.

La dinámica es diferente en cada experiencia y en
cada caso se requiere una combinación de mecanismos
distinta y calibrada. Por ejemplo, es necesario que la
relación entre los tribunales y las comisiones de la ver-
dad se ajuste a las situaciones específicas. Los progra-
mas de reparación a las víctimas de violaciones graves
de los derechos humanos son también un elemento
esencial, al igual que los procesos de investigación. Al
mismo tiempo que tenemos en cuenta los derechos y
las necesidades de las víctimas, también debemos re-
conocer y respetar los derechos de los acusados.

La verdadera reconciliación implica un equilibrio
entre los valores de la justicia y la paz. Junto con la
democracia, esos valores son, de hecho, imperativos
que se refuerzan mutuamente, como se afirma en el in-
forme del Secretario General, y es posible promover
los tres aun en la frágil atmósfera posterior a los con-
flictos. Para ello, es preciso tener en cuenta el mo-
mento y la secuencia adecuados para la aplicación de
los procesos de la justicia de transición.

El Brasil ha apoyado sin reservas la creación de
la Corte Penal Internacional como tribunal permanente
e independiente para promover el Estado de derecho y
garantizar que no queden impunes los crímenes inter-
nacionales más horrendos. Ahora que la Corte Penal
Internacional está iniciando su labor y adquiriendo la
capacidad de constituir un factor de disuasión fuerte y
a largo plazo, la confianza que hemos depositado en su
eficacia debe fructificar. En última instancia, la plena
credibilidad de la Corte es directamente proporcional a
su universalidad. Por lo tanto, instamos a los Estados
que aún no lo hayan hecho a que se adhieran al Esta-
tuto de Roma o lo ratifiquen a la brevedad posible. A la
fecha, la Corte Penal Internacional cuenta ya con casi
100 Estados partes.

Acogemos con beneplácito el hecho de que en el
informe se rechace todo respaldo a la amnistía por el
genocidio, los crímenes de guerra o los crímenes de le-
sa humanidad, y de que se asegure que las Naciones
Unidas no establecen ni participan directamente en
ningún tribunal en el que se incluya la pena capital en-
tre las sanciones posibles.

Debemos considerar seriamente las recomenda-
ciones del Secretario General, como la de elaborar una
lista de expertos en la justicia de transición y garantizar
que reciban una capacitación adecuada con anteriori-
dad a su despliegue. Sin embargo, sólo podremos lo-
grar resultados tangibles si contamos con recursos fi-
nancieros suficientes y con personal altamente califi-
cado para hacer una sólida inversión en la justicia y el
Estado de derecho, lo que requiere un mecanismo de
financiación viable y sostenible.

El Brasil siempre ha estado a favor de la aplica-
ción de un enfoque integral que subraye la naturaleza
evolutiva del Estado de derecho, a fin de mejorar el
apoyo que se brinde a los países para la creación de ca-
pacidades nacionales como estrategia fundamental para
fortalecer el Estado de derecho.
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A iniciativa de mi delegación, en nombre del
Mercado Común del Sur y con 141 patrocinadores en
total, la Asamblea General aprobó en 2002 la resolu-
ción 57/221, sobre el fortalecimiento del Estado de de-
recho. En esa ocasión, todos reconocimos el papel de-
sempeñado por la Oficina del Oficina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos en el apoyo a los esfuerzos nacionales
orientados a fortalecer las instituciones del Estado
de derecho. Todos expresamos nuestra profunda preo-
cupación por los escasos medios de que dispone
esa Oficina para el desempeño de sus funciones. Debe
proveerse de más recursos al sistema de las Naciones
Unidas, y en particular a la Oficina del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos, para que puedan prestar asistencia a los países en
el fortalecimiento de sus instituciones nacionales que se
ocupan de los derechos humanos, entre otras cosas por
medio de programas de capacitación para policías, fis-
cales, magistrados, abogados y personal penitenciario.

Sr. Motoc (Rumania) (habla en inglés): Rumania
se adhiere plenamente a la declaración que formulará
en breve el Embajador de los Países Bajos, Sr. Van den
Berg, en nombre de la Unión Europea. Por lo tanto, me
limitaré a hacer unas breves observaciones de índole
complementaria.

Ante todo, quiero expresar mi agradecimiento al
Reino Unido por esta iniciativa tan importante y opor-
tuna. También expresamos nuestro agradecimiento al
Secretario General Sr. Kofi Annan, por haber asignado
prioridad al Estado de derecho entre los temas de la
Asamblea General en su quincuagésimo noveno perío-
do de sesiones, así como por su informe amplio e inspi-
rador, que constituye una buena plataforma para deli-
beraciones ulteriores dentro y fuera de este Consejo.

Rumania comprende de manera especial la im-
portancia de la justicia y el Estado de Derecho para la
construcción de una sociedad democrática, ya que es
un país que, a juzgar por el informe anual presentado
hoy mismo por la Comisión Europea, enfrentó con
bastante éxito el desafío de una transición política y
económica acelerada. Con toda modestia, estamos dis-
puestos a compartir nuestra fórmula con los interesa-
dos, con todos los éxitos y los fracasos y las lecciones
aprendidas. En ese sentido, uno de los elementos im-
portantes es cómo atender a las necesidades en cons-
tante evolución de la tarea de lograr que el derecho im-
pere efectivamente en el país.

Rumania apoya firmemente el importante papel
que desempeñan las Naciones Unidas, tanto como
promotoras de la justicia y el imperio del derecho co-
mo participantes activas en su aplicación concreta.
Arraigar los componentes de la justicia y el imperio del
derecho en los términos de referencia de las misiones
de las Naciones Unidas y ayudar a las sociedades des-
garradas por la guerra a efectuar reformas en ese senti-
do deben convertirse en una prioridad constante de la
labor de las Naciones Unidas.

No obstante, el verdadero progreso en cuanto al
logro de una justicia eficaz y auténtica y del estado de
derecho depende en gran medida de los actores locales.
La asistencia multilateral y bilateral debe concebirse
sólo como mecanismo de apoyo para garantizar que la
justicia y el estado de derecho realmente calen en la re-
gión o el país en cuestión, promoviendo así sólidos re-
quisitos previos para una apropiación local sostenible.
Los aspectos fundamentales de la justicia y el estado de
derecho deben vivirse y practicarse a nivel local.

A menudo el logro de la reconciliación nacional
ha demostrado ser uno de los mayores desafíos en los
esfuerzos por garantizar una paz duradera en las socie-
dades desgarradas por conflictos. Por lo tanto, en esos
casos tiene sentido aprovechar las virtudes del con-
cepto general de justicia de transición, prestando la de-
bida atención a las características culturales y a las tra-
diciones de los países y las sociedades de que se trata.

Las atrocidades e injusticias causadas por las gue-
rras civiles y la represión del Estado fácilmente pueden
dar lugar a nuevos ciclos de violencia. La impunidad
puede socavar la confianza en el sistema judicial, fo-
mentando así más crímenes. Si bien acogemos con
agrado el importante papel desempeñado por los tribu-
nales penales especiales internacionales para ayudar a
algunos países y pueblos a encarar los abusos del pasa-
do, consideramos que, en muchos casos, se podrían lo-
grar resultados semejantes con costos inferiores si se
establecieran mecanismos judiciales nacionales y se los
fortaleciera con el apoyo internacional. Como se señala
atinadamente en el informe del Secretario General, una
mejor interacción con la población local, más cercanía a
las pruebas y a los testigos, y un mayor acceso a las
víctimas son ventajas indiscutibles en ese sentido.

Naturalmente, cuando los Estados no pueden o no
desean enjuiciar a los responsables de los crímenes
más graves se debe recurrir a la jurisdicción comple-
mentaria de la Corte Penal Internacional, institución
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que refleja las aspiraciones universales con respecto al
estado de derecho y la justicia mundial. Aprovecho
esta oportunidad para reiterar el firme compromiso de
Rumania para con los principios y metas del Estatuto
de Roma de la Corte Penal Internacional, y para expre-
sar nuestra firme convicción de que la Corte estará a la
altura de las expectativas y proporcionará medios efi-
caces para impulsar el estado de derecho y darle un
golpe mortal a la cultura de la impunidad.

Naturalmente, la justicia penal y los programas
de reparación para las víctimas deben verse comple-
mentados con una gama más amplia de mecanismos sin
carácter judicial, como las comisiones de la verdad.
Este último aspecto debe recibir una mayor considera-
ción ya que los programas de reparación pueden con-
tribuir en forma considerable al fomento de la reconci-
liación nacional. Muy a menudo, los perjuicios resul-
tantes de los conflictos no sólo se limitan a los direc-
tamente afectados sino que, además, tienen incidencias
aún más profundas en la comunidad y la sociedad. En
efecto, se trata de un grave trauma colectivo cuando
debido a los conflictos se daña o se destruye el patri-
monio cultural o religioso, desgarrando así los valores
que constituyen una comunidad determinada y la man-
tienen. En tales casos, las indemnizaciones individua-
les deben verse acompañadas de programas más am-
plios de restauración y reconstrucción.

Hay otra preocupación más que quisiera someter
a discusión en este debate de las Naciones Unidas so-
bre la importancia de la justicia y el estado de derecho,
con la esperanza de que sea posible incorporarla en el
examen futuro de este tema propuesto por el Reino
Unido. No podemos perder de vista un fenómeno que a
veces puede ser incluso más preocupante que los desa-
fíos de consolidar o restablecer una administración de
justicia viable en situaciones posteriores a un conflicto.
Se trata de la proliferación de zonas en el mundo en las
que hay una ausencia total del derecho.

Hemos mejorado nuestra capacidad como comu-
nidad internacional para abordar y manejar incluso las
situaciones más complicadas y complejas de conflicto
y posteriores a un conflicto. No obstante, en la mayoría
de los casos lo hacemos cuando estamos frente a un
conjunto convencional de interlocutores. Sin embargo,
parece que no sabemos qué hacer con respecto a las re-
públicas y territorios sui generis en los que no existe
una autoridad reconocida que rinda cuentas ante la opi-
nión mundial. Hay numerosos “agujeros negros” y, la-
mentablemente, existen en la mayor parte del planeta.

La renuencia, incomodidad o incapacidad de la comuni-
dad internacional para hacer frente a esos problemas en-
sombrece la valiosa labor desplegada para evitar que
surjan más conflictos y tensiones que nunca antes. En
última instancia, ello hace que nuestra labor esté incom-
pleta y es un ejemplo flagrante de labor inconclusa.

Para concluir, quisiera manifestar el pleno apoyo
de Rumania a las conclusiones y recomendaciones que
figuran en el informe del Secretario General, así como
nuestra plena disposición de contribuir a su aplicación.
Sr. Presidente: Lo felicitamos por el proyecto de decla-
ración presidencial sobre este tema. Esperamos que lo
aprovechemos más en la labor futura del Consejo.

Sr. Benmehidi (Argelia) (habla en francés): Sr.
Presidente: Quisiera darle las gracias por la iniciativa
de convocar esta sesión pública sobre la cuestión del
restablecimiento del estado de derecho y la administra-
ción de justicia durante el período de transición en las
sociedades que sufren o han sufrido conflictos, cues-
tión central de las actividades de las Naciones Unidas.
Asimismo, quisiera darle las gracias al Secretario Ge-
neral por el informe que nos ha presentado sobre el pa-
pel de las Naciones Unidas en la instauración del esta-
do de derecho y la justicia en las sociedades que sufren
o han sufrido conflictos y sobre su papel en la reconci-
liación nacional.

La justicia y el estado de derecho están íntima-
mente vinculados al mantenimiento de la paz y la seguri-
dad internacionales. Por lo tanto, el Consejo de Seguri-
dad se interesa de manera especial en este tema que se
inscribe en la gestión de la prevención de los conflictos.

La experiencia ha demostrado que las operacio-
nes de mantenimiento de la paz de las Naciones Uni-
das, como en Timor-Leste, Haití y Liberia, entre otras,
pueden tener responsabilidades directas en la adminis-
tración de los servicios judiciales, de policía y de la
administración penitenciaria y, por ende, contribuir al
fortalecimiento de las instituciones judiciales, la for-
mación de los magistrados, supervisar el buen funcio-
namiento de los tribunales y asesorar a las institucio-
nes del país encargadas de respetar la legalidad. Cada
vez más, las operaciones de mantenimiento de la paz
de las Naciones Unidas incluyen un componente civil,
encargado de poner en práctica estos aspectos. Tenien-
do en cuenta esta evolución histórica y el papel cada
vez mayor que desempeñan las Naciones Unidas en
esta esfera, muy a menudo en condiciones difíciles,
nos parece necesario elaborar un marco jurídico para
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las operaciones de mantenimiento de la paz que se rea-
lizan en virtud del Capítulo VII.

Por otra parte, compartimos la opinión del Se-
cretario General en el sentido de que ninguna reforma
de las instituciones en general, ni de las que garanti-
zan el estado de derecho durante un período de transi-
ción en particular, tiene posibilidades de éxito durade-
ro si se impone desde fuera. El papel de las Naciones
Unidas y de la comunidad internacional no es el de
sustituir las iniciativas locales sino, más bien, darles
el apoyo necesario.

A este respecto, la organización de las elecciones
después de un conflicto debería responder a una plani-
ficación estratégica. La precipitación en la organiza-
ción de elecciones sin una adecuada preparación políti-
ca y de seguridad podría perjudicar el fortalecimiento
del estado de derecho al reelegir a personas causantes
de la crisis o fomentar sensibilidades que no reflejan la
situación política real del país, con lo que se daña aún
más el proceso democrático.

Mi delegación estima además que el objetivo final
de la reconciliación no es siempre compatible con una
justicia inmediata, aunque el principio del rechazo de la
impunidad debe reafirmarse en toda circunstancia.

Con respecto a la justicia penal internacional, te-
niendo en cuenta que es ante todo responsabilidad de
los sistemas judiciales nacionales determinar la respon-
sabilidad de los crímenes, hay que poner de relieve el
importante papel que han desempeñado los tribunales
penales internacionales y los tribunales penales mixtos
que han surgido en los últimos 10 años. La creación de
esas instituciones constituye un avance notable. Obser-
vamos que los dos Tribunales especiales para la ex Yu-
goslavia y Rwanda pudieron funcionar gracias a un
presupuesto muy alto. No obstante, los Tribunales
mixtos para Sierra Leona y Camboya se financiaron
exclusivamente con contribuciones voluntarias, lo que
ha provocado, sobre todo en el primer caso, una crisis
financiera que ha tenido consecuencias negativas para
sus actividades. Por lo tanto, ello plantea el problema
de movilizar una suficiente cantidad de recursos.

Por otra parte, hay que consolidar el papel de la
Corte Penal Internacional y mantener la integridad de
su Estatuto para fomentar la causa de la justicia y el
derecho y poner fin a la impunidad.

Mi delegación apoya, entre otras cosas, las reco-
mendaciones que figuran en el informe del Secretario

General sobre los mandatos aprobados por el Consejo
de Seguridad y las medidas que han de adoptarse en el
marco del sistema de las Naciones Unidas.

No quisiera concluir sin señalar que el restable-
cimiento del Estado de derecho implica hacer realidad
los tres principios de paz, libertad y desarrollo, que son
los objetivos de las Naciones Unidas.

Por último, mi delegación considera que el Esta-
do de derecho no podrá restablecerse a nivel nacional
cuando, como ha ocurrido últimamente, somos testigos
de que se toman derroteros peligrosos que ponen en
tela de juicio los principios jurídicos más fundamenta-
les, como los relativos a los derechos humanos y al de-
recho internacional humanitario.

El drama que vive el pueblo palestino, con el si-
lencio indulgente de la comunidad internacional, de-
muestra que el Estado de derecho es precario, por no
decir inexistente, a nivel internacional y que se tiene
una idea curiosamente selectiva de la noción de respeto
de los derechos humanos.

Sr. Danforth (Estados Unidos de América) (ha-
bla en inglés): Este tema, la justicia y el Estado de de-
recho, es tan intrínsecamente británico que no nos sor-
prende que la Presidencia de este mes lo haya escogido
para un debate público.

En los Estados Unidos, los estudiantes de primer
año de derecho estudian el derecho consuetudinario
británico, y los conceptos estadounidenses de derecho,
gobierno y derechos individuales, por no mencionar
nuestro idioma, nuestra literatura y nuestros valores
fundamentales, provienen de nuestra herencia británi-
ca. Algunas de esas cuestiones pueden ser motivo de
controversia en la otra orilla del Atlántico, pero aquí,
Sr. Presidente, los vástagos le estarán eternamente
agradecidos a su país.

Hoy quisiera destacar un aspecto del Estado de
derecho, a saber, la importancia de la transparencia,
que es el verdadero motor del Estado de derecho. La
transparencia puede fomentar la existencia de un sis-
tema judicial receptivo y en el que se pueda confiar,
tanto en las sociedades estables como en las que han
sufrido conflictos. Para que el Estado de derecho se de-
sarrolle en una sociedad es preciso que la población
conozca las leyes y que éstas sean transparentes para
todos los ciudadanos. Ello quiere decir que el sistema
judicial, los tribunales, la policía y los centros peniten-
ciarios deben estar abiertos y ser visibles. Poner la ley
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a disposición de los ciudadanos quiere decir educar a
los ciudadanos. También quiere decir que los jueces
deben hacer públicos las decisiones y los casos sobre
los que se han pronunciado. Las Salas estrella son in-
compatibles con el Estado de derecho.

Pareciera que es necesario tener conocimientos
especializados para entender el derecho y que éste no
está al alcance de los ciudadanos corrientes. Sin em-
bargo, si éstos no pueden conocer el derecho y confiar
en él, entonces el Estado de derecho estará fuera de
nuestro alcance. Los conocimientos y la apertura son
los mejores baluartes contra la toma arbitraria de deci-
siones, ya sea por parte de los tribunales o de los go-
biernos. Las Naciones Unidas, en particular, deben
asignar sus recursos eficazmente para ayudar a las so-
ciedades que están superando un conflicto a desarrollar
sus capacidades judiciales nacionales de modo tal que
haya una rendición de cuentas ante su ciudadanía.

No obstante, los organismos internacionales no
pueden simplemente imponer el Estado de derecho. Pa-
ra que el Estado de derecho sea eficaz, los ciudadanos
también deben conocer a su propio gobierno. Deben
entender cómo opera y cómo pueden influir en él. Las
cuestiones jurídicas y judiciales implican, necesaria-
mente, cierto grado de confidencialidad y de limitación
a la hora de compartir información, pero el secreto ab-
soluto alienta la corrupción. La transparencia es el
motor de la economía moderna y un elemento de la
economía mundial. El acceso a las tecnologías de la in-
formación es importante en las sociedades abiertas y
libres, tanto para estimular las actividades económicas
como para ofrecer a los ciudadanos la información
necesaria para conocer a su gobierno y vigilarlo, inclu-
so en lo que respecta a los sistemas judiciales.

Por lo tanto, cuando abordamos los problemas de
países que se vieron sumidos en conflictos y que de-
sean construir sociedades estables, pacíficas y próspe-
ras, debemos ayudar a desarrollar un sistema judicial
basado en la transparencia y la apertura.

El informe del Secretario General sobre el Estado
de derecho incluye algunas ideas y recomendaciones
valiosas. Destaca acertadamente que es esencial respe-
tar el Estado de derecho en toda sociedad democrática,
pacífica y próspera. Subraya la importancia de que ha-
ya un sistema penal justo. Enumera las medidas útiles
que puede adoptar la Secretaría de las Naciones Unidas
para fomentar eficazmente el Estado de derecho y ayu-

dar a los países a construir las instituciones necesarias
para que exista el Estado de derecho.

Los Estados Unidos apoyan desde hace mucho
tiempo los esfuerzos encaminados a responsabilizar a los
autores de atrocidades como el genocidio, los crímenes
de lesa humanidad y los crímenes de guerra. Apoyamos
los esfuerzos encaminados a crear el Tribunal Interna-
cional para la ex Yugoslavia, el Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda y el Tribunal Especial para Sierra
Leona cuando los países no eran capaces de ejercer la ju-
risdicción nacional o no estaban dispuestos a hacerlo. En
el Iraq apoyamos las iniciativas dirigidas por el país y
encaminadas a crear un tribunal especial para el Iraq. En
el Sudán hemos instado repetidamente a que se adopten
más medidas para poner término a las atrocidades.

Evidentemente, observamos que en el informe se
expresan algunas opiniones que no compartimos. En él
no se respetan debidamente las decisiones nacionales
sobre la justicia penal, sobre todo en lo relativo a las
sentencias que una sociedad concreta puede considerar
convenientes.

Como muy bien saben el Consejo y los Miembros
de las Naciones Unidas en general, los Estados Unidos
tiene reservas fundamentales con respecto a la Corte
Penal Internacional, creada en virtud del Estatuto de
Roma. Los problemas que nos plantea la Corte guardan
relación con el Estado de derecho. Consideramos que
la Corte no debe tener jurisdicción sobre los ciudada-
nos de los Estados que no son parte en el Estatuto de
Roma. Opinamos que ese Estatuto no refleja el debido
proceso judicial como nosotros lo entendemos porque,
entre otras cosas, permite los procesamientos por delitos
múltiples y no contempla la posibilidad de juicios con
jurado, como exige nuestra Constitución.

Consideramos que existe un alto riesgo de que se
politice la Corte Penal Internacional y de que ésta no
rinda cuentas. Consideramos que la Corte está reñida
con el sistema internacional de la Carta de las Naciones
Unidas. Por lo tanto, no debe sorprender a nadie que no
estemos de acuerdo con el informe en lo relativo a la
aceptación de la Corte. Podemos aceptar el proyecto de
declaración del Presidente del día de hoy porque en él
se respeta el hecho de que no podamos apoyar a la
Corte y no se la refrenda explícita ni implícitamente.

Encomio al Reino Unido por su liderazgo históri-
co con respecto a esta cuestión que ha señalado a la
atención del Consejo.
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Sr. Adechi (Benin) (habla en francés): Sr. Presi-
dente: Le doy las gracias, por haber organizado este
debate público dedicado a un tema muy actual. El Con-
sejo también se abocó a esta cuestión el año pasado. La
sesión de hoy nos permite seguir reflexionando con el
afán de mejorar constantemente la actuación de la co-
munidad internacional en la esfera de la asistencia que
presta a los países que están saliendo de un conflicto, a
fin de promover la justicia y el Estado de derecho.

Para esos países, el problema no sólo guarda rela-
ción con la creación de instituciones nacionales fun-
cionales, sino también con la aplicación de prácticas
sensatas que puedan consolidar las bases del Estado.
Además de esos dos aspectos de la cuestión, también
quisiera hacer algunas observaciones sobre la relación
entre el Estado de derecho, la justicia y el desarrollo y,
en particular, sobre la incidencia que pueden tener la
pobreza y el desarrollo mal encarado sobre el Estado
de derecho y viceversa.

El establecimiento o restablecimiento del estado
de derecho y de la legalidad es fundamental en las so-
ciedades que salen de una situación de conflicto. Para
lograrlo, debemos adoptar medidas para legitimar el
ejercicio de poder institucionalizado y garantizar que
promueva los intereses de la sociedad en general. Ello
supone la adhesión común a un proyecto de sociedad,
expresión del indispensable consenso nacional que sólo
puede ser el resultado de un diálogo incluyente.

El establecimiento de instituciones democráticas
nacionales exige contar con personas cualificadas para
dirigirlas. La promoción de un ideal democrático por
los dirigentes y su puesta en práctica es un capital que
la comunidad internacional y, en especial las Naciones
Unidas, pueden ayudar a consolidar ofreciendo el mar-
co necesario y empeñándose en movilizar la coopera-
ción internacional para permitir a las nuevas institucio-
nes adquirir los conocimientos y las buenas prácticas
necesarias para su supervivencia. De ese modo, las Na-
ciones Unidas puede contribuir a que surja una verdade-
ra cultura democrática renovada que es la mejor manera
de garantizar la permanencia del estado de derecho.

Sin embargo, la existencia del estado de derecho
no se debe exclusivamente a los dirigentes, sino que
requiere que todos los integrantes de la sociedad ocu-
pen el lugar que les corresponde en su funcionamiento.
La administración de la justicia en las situaciones pos-
teriores a los conflictos es un aspecto fundamental para
el restablecimiento del estado de derecho, puesto que

permite garantizar la satisfacción de las reivindicacio-
nes de derecho, la reparación por daños y el enjuicia-
miento de las violaciones de los derechos humanos
acaecidas durante el conflicto. Por ello, desempeña una
función esencial en la integración nacional.

De este modo, las sociedades en situaciones pos-
teriores a los conflictos pueden responder debidamente
a la principal exigencia a la que hacen frente, que es la
de reinstaurar la estabilidad y prevenir la reanudación
del conflicto creando las condiciones que permitan a
los ciudadanos expresar sus intereses y tratar de lo-
grarlos a través de medios pacíficos y vías jurídicas,
derecho garantizado por el estado democrático.

En este sentido, la administración de la justicia
por las estructuras nacionales es, con mucho, preferible
y menos costosa. El recurso a mecanismos alternativos
de justicia basados en los valores morales de los países
interesados se ve así plenamente justificado. No obs-
tante, también debe reconocerse que las limitaciones en
materia de recursos humanos e infraestructura, a las
que se ven enfrentados los países en situaciones poste-
riores a los conflictos , no permiten asegurar la admi-
nistración de justicia en el ámbito nacional de modo
adecuado y confiable.

En todos los casos, dentro del marco de la coope-
ración internacional, debe darse prioridad a la recons-
trucción de la capacidad nacional de administración de
justicia y al marco de las formas alternativas, teniendo
presente el contexto cultural de los países interesados.

El recurso a instancias internacionales, especial-
mente para delitos imprescriptibles que violan el dere-
cho internacional, también está justificado. Al respec-
to, queremos hacer hincapié aquí en la necesidad de
que los tribunales especiales contribuyan a reforzar,
cuando sea necesario, la capacidad nacional de admi-
nistración de justicia. Esta es también la oportunidad
de insistir en que debe dotarse a estas estructuras de los
recursos previsibles y suficientes para salvaguardar la
coherencia del mensaje de la comunidad internacional.

Benin se felicita por la entrada en vigor del Es-
tatuto de Roma en el que se estableció la Corte Penal
Internacional, un instrumento indispensable para luchar
contra la impunidad.

Más allá de los temas tratados en el informe del
Secretario General, hay que prestar particular atención
a la correlación dialéctica existente entre el estado de
derecho y el desarrollo económico y social. Si bien el
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estado de derecho y una debida justicia son necesarios
para garantizar el desarrollo sostenible de los países en
situaciones posteriores a los conflictos, el estado de de-
recho aparece como un lujo inaccesible para países cu-
yo nivel de pobreza sólo permite que la mayoría de la
población sobreviva día a día.

Ello explica la excesiva deforestación y otras
tendencias negativas que observamos en países muy
pobres y también demuestra claramente que es imposi-
ble que el estado de derecho y la justicia convivan con
la pobreza extrema, lo que tiene tan graves consecuen-
cias para los países interesados. Esta es una amenaza
real a la paz y la seguridad internacionales.

Si consideremos los daños provocados en Haití
por los recientes huracanes y su relación con los temas
que hoy debatimos, estos trágicos acontecimientos y
sus consecuencias recalcan la importancia que debe
concederse al fomento de los derechos económicos y
sociales como parte integrante del estado de derecho,
no sólo en los países en situaciones posteriores a los
conflictos, sino también en los países cuyas economías
presentan características de evidente vulnerabilidad.

Sr. De La Sablière (Francia) (habla en francés):
El Secretario General se ha comprometido a convertir
el fortalecimiento del estado de derecho y de la justicia
en sociedades en situaciones posteriores a los conflic-
tos en una prioridad de nuestra Organización. Francia
apoya plenamente esta decisión y agradece al Reino
Unido el que haya inscrito este tema fundamental en el
orden del día del Consejo.

Sr. Presidente: Para tener en cuenta su recomen-
dación, que comparto plenamente, de que limitemos
nuestras intervenciones, me atendré de destacar los
puntos principales de la intervención que había prepa-
rado, que entregaré por escrito de manera que pueda
distribuirse a las delegaciones para que se refieran a
ella si así lo desean.

El excelente informe del Secretario General da
cuenta de la experiencia adquirida y plantea una serie
de propuestas concretas para lograr progresos en el futu-
ro. Francia apoya las recomendaciones del Secretario
General y en especial, las que van dirigidas al Consejo.

En nuestra opinión, el Consejo de Seguridad tiene
una responsabilidad particular que ejercer en el resta-
blecimiento del estado de derecho y de la justicia en
los países en conflicto o que tratan de superarlo con la
asistencia de la comunidad internacional.

Nos parece que le corresponde al Consejo tomar
en cuenta, desde el inicio del proceso de paz o de las
operaciones de mantenimiento de la paz, el estado de
derecho y la justicia. También creemos que le compete
aprovechar la experiencia adquirida por el conjunto de
la comunidad internacional al respecto, cumplir con su
responsabilidad, en especial en el ámbito de la lucha
contra la impunidad y, por último, reforzar sus medidas
de acción preventiva.

Trataré brevemente cada uno de estos temas.

En primer lugar, debemos integrar la dimensión
de estado de derecho a un enfoque global del restable-
cimiento de la paz, cosa que, por cierto, hace el Con-
sejo de Seguridad y, aunque aún no lo hace en la medi-
da que todos desearíamos, sí se ha embarcado por esa
vía. Creo que las mediadas adoptadas en Haití consti-
tuyen, en este sentido, un excelente ejemplo, ya que,
desde la primera resolución del Consejo, el respeto de
los derechos humanos, la lucha contra la impunidad y
la necesidad de restablecer el estado de derecho se rea-
firmaron como objetivos y se integraron plenamente a
las medidas de restablecimiento de la seguridad.

No obstante, no debemos hacernos ilusiones, por-
que, ante todo lo que se espera de nuestra Organización
es una acción paciente y no precipitada. Tratándose por
ejemplo de las elecciones, estimamos que debe hacerse
todo lo posible para que se celebren en un entorno de
suficiente seguridad y libertad, ya que de ello depende
su credibilidad.

Por otra parte, debemos, y este es mi segundo punto,
sacar provecho de la amplia experiencia adquirida en los
niveles regional y nacional. En este sentido, las organiza-
ciones regionales han desarrollado, y desarrollan cada vez
más, una auténtica pericia. Por ejemplo, en Europa, la Or-
ganización para la Seguridad y la Cooperación en Europa,
el Consejo de Europa y, por supuesto, la Unión Europea
—cuya Presidencia intervendrá en breve— son con fre-
cuencia asociados de las Naciones Unidas en el restable-
cimiento de una paz duradera, como ocurrió en Bosnia-
Herzegovina y en Kosovo. Favorecemos el desarrollo de
la asociación entre las Naciones Unidas y las organiza-
ciones regionales en este ámbito.

Asimismo, nos parece que cada vez es más nece-
sario tomar en cuenta el aporte que pueden hacer las or-
ganizaciones no gubernamentales y que ese aporte me-
rece ser incorporado de una manera más sistemática.
Estamos en presencia de muchos actores —las Naciones
Unidas, las organizaciones regionales, las organizaciones
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no gubernamentales— y la diversidad de los actores
que participan en la promoción del estado de derecho y
en la consolidación de la paz, nos indica que debemos
velar por la buena coordinación de sus esfuerzos con
miras a evitar duplicaciones y confusiones. Estamos a
favor de que se reflexione sobre la mejor manera de
articular las acciones de las Naciones Unidas con los
demás actores internacionales, a saber, las instituciones
financieras internacionales, las organizaciones regio-
nales y subregionales, las organizaciones no guberna-
mentales y el sector privado.

En tercer lugar, mi país considera que corresponde
al Consejo de Seguridad cumplir plenamente con sus
responsabilidades. Sabemos que con frecuencia una so-
ciedad desgarrada por conflictos no es capaz de garan-
tizar por sí sola el imperio de la justicia. Sin embargo,
la justicia es esencial para la reconciliación. Por tanto,
debemos ayudar a satisfacer ese deseo de justicia.

Ante todo nos parece que la Organización debe estar
dispuesta a prestar asistencia a la construcción de las ins-
tituciones nacionales, a condición, naturalmente, de que
éstas se adecuen a las normas internacionales. En este
sentido, Francia comparte el sentir del Secretario General
cuando plantea que las Naciones Unidas no podrían parti-
cipar en un tribunal que aplique la pena de muerte.

Los llamados tribunales mixtos, en los que parti-
cipan jueces nacionales y magistrados internacionales
conforman una fórmula muy útil para ayudar a la so-
ciedad a dejar atrás un pasado conflictivo y para dotar
a las víctimas con una compensación justa. Así, la Cá-
mara de Derechos Humanos de Bosnia, creada en vir-
tud del acuerdo de Dayton-Paris, ha hecho un aporte
fundamental en la restauración de los derechos de las
víctimas y en particular de sus bienes. Vale la pena
examinar este ejemplo de tribunal no penal tomando en
cuenta que los desplazamientos de personas durante los
conflictos dan lugar a disputas de muy difícil solución.

Francia acoge con beneplácito la ratificación por
la Asamblea Nacional de Camboya del acuerdo firma-
do el 6 de junio de 2003 entre el Secretario General de
las Naciones Unidas y el Reino de Camboya con miras
a juzgar a los dirigentes históricos de los Khmer Rouge
de Kampuchea Democrática. Francia invita a los demás
Estados a que también den su apoyo a la puesta en
práctica de los tribunales especiales.

No obstante, en ciertas situaciones, cuando la
voluntad local es insuficiente, sólo un tribunal plena-
mente internacional puede ser el instrumento de la jus-

ticia. En el pasado, el Consejo ha sabido asumir sus
responsabilidades creando los tribunales internaciona-
les para la ex Yugoslavia y para Rwanda. Ahora deberá
remitir a la Corte Penal Internacional los delitos más
graves, si aún se mantienen impunes. Pensamos que
esta Corte es el instrumento por excelencia del estado
de derecho y de la justicia. Más de la mitad de los
Miembros de la las Naciones Unidas son signatarios de
su Estatuto. Tenemos la esperanza de que el Estatuto se
convierta en universal, ya que así fue concebido. Espe-
ramos que la Corte será un modelo en materia de acce-
so de las víctimas a los resarcimientos, gracias, en lo
esencial, al Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas
para las Víctimas de Violaciones Masivas y Flagrantes
de los Derechos Humanos que preside la Sra. Simone
Veil. La cooperación entre la Corte y las Naciones
Unidas deberá ser ejemplar.

En cuarto lugar, nos parece que es necesario for-
talecer la acción preventiva. En este sentido celebra-
mos la designación del Asesor Especial del Secretario
General sobre la Prevención del Genocidio. Una de sus
tareas es señalar a la atención toda situación que esté
en peligro de degenerar en atrocidades masivas. El
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos también tiene la obligación de aler-
tarnos sobre cualquier situación alarmante.

En este tema de la prevención quisiera dedicar
brevemente dos palabras a Darfur. Una comisión inter-
nacional de investigación sobre las violaciones de los
derechos humanos partirá rumbo a Darfur. Aguardamos
con interés su informe y sus recomendaciones sobre la
manera de luchar contra la cultura de impunidad. Espe-
ramos con interés el pronto establecimiento de esta mi-
sión de investigación.

En nuestra opinión, estas son las principales cues-
tiones en las que el Consejo deberá concentrar su aten-
ción para contribuir al restablecimiento de la justicia y al
estado de derecho en las situaciones posteriores a con-
flictos. La Secretaría nos debe ayudar en esta tarea, apli-
cando sin dilación las recomendaciones contenidas en el
informe del Secretario General. Diría, además, que el
aporte de Alemania, Finlandia y Jordania al debate sobre
la organización interna de la Secretaría será, desde
nuestro punto de vista, una contribución muy valiosa.

Por último, depende de nosotros, los Estados
Miembros, cumplir con nuestra parte de la misión,
principalmente a través de proveer a las Naciones
Unidas expertos que puedan movilizarse con agilidad,
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expertos que las Naciones Unidas necesita para llevar a
cabo sus actividades de restablecimiento del estado de
derecho y de la justicia.

Sr. Zhang Yishan (China) (habla en chino): Sr.
Presidente: Ante todo quisiera decir que nos complace
verlo presidir la reunión de hoy. También quisiera darle
las gracias al Secretario General por su intervención y
por el primer informe que nos presentó sobre este tema.

Actualmente hay muchos países que salen de con-
flictos y encaran la dura tarea de la reconstrucción, el
restablecimiento del estado de derecho y la justicia, así
como la estabilización del orden civil. Todos estas
cuestiones son fundamentales para dar a la población
una nueva esperanza de paz. Existe una necesidad uni-
versalmente reconocida de mecanismos internacionales
que sean democráticos, armoniosos y coherentes con la
Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacio-
nal. Esa es nuestra aspiración común y la tendencia ge-
neral que hay que seguir. En este sentido, la reunión de
hoy es definitivamente oportuna y pertinente y nos
ayudará a centrarnos aún más en nuestros objetivos.

Ahora quisiera concentrarme en las siguientes
observaciones.

En primer lugar, el restablecimiento del estado de
derecho y la justicia es al mismo tiempo un requisito
para el restablecimiento de la paz en las sociedades
atormentadas por los conflictos y una garantía básica
para asegurar la paz en el largo plazo. Sin un estado de
derecho no puede haber una paz auténtica. Sólo la es-
tabilidad política, el progreso general de la población,
el crecimiento económico sostenido y el desarrollo pa-
cífico permitirán garantizar una paz y una estabilidad
verdaderas. Por consiguiente, el estado de derecho y la
justicia no pueden construirse sobre cimientos frágiles.
La experiencia ha demostrado que el fomento del esta-
do de derecho y la justicia no es sólo una cuestión le-
gal, es también algo estrechamente vinculado con as-
pectos políticos, económicos y sociales.

En segundo lugar, los orígenes de los conflictos
no son siempre los mismos, pero frecuentemente están
asociados a la pobreza y al retraso en el desarrollo. El
final del conflicto no significa al advenimiento de la
paz. Los conflictos ponen en peligro las posibilidades
para la consolidación de la paz en esas regiones, que
frecuentemente tienen dificultades en términos de re-
cursos, tecnología y personal cualificado. La comuni-
dad internacional, y en particular los donantes, tienen
que prestar ayuda a esas regiones activamente y apo-

yarlas. Al mismo tiempo, al aportar asistencia, debe-
mos asegurar que se respeten plenamente las costum-
bres locales, las tradiciones culturales y el sistema jurí-
dico local. Hay que respetar el derecho de la población
local a elegir y a decidir. La participación de las partes
externas debería limitarse a orientar, y no a dirigir. Hay
que hacer hincapié en el fortalecimiento de la capaci-
dad local, y no imponer soluciones predeterminadas.

En tercer lugar, se debe fortalecer la coordinación
en el sistema de las Naciones Unidas, a fin de aprove-
char las pericias de la contraparte, aportar el grado
adecuado de asistencia judicial y de mejorar la capaci-
dad de los elementos jurídicos en las operaciones de
paz. El Secretario General ha presentado una serie de
recomendaciones en el párrafo 65 de su informe, espe-
cialmente con respecto a la lista de expertos. Se trata
de medidas que deben llevarse a efecto cuanto antes.

En cuarto lugar, el restablecimiento del estado de
derecho debe atender al objetivo de lograr la paz y la
seguridad duraderas y de facilitar el desarrollo socioe-
conómico. También debería atender a los intereses fun-
damentales de largo plazo de la población local. En
este proceso, todas las partes deben respetar la Carta de
las Naciones Unidas y las normas del derecho interna-
cional reconocidas universalmente con respecto a la
soberanía e integridad territorial de los países en cues-
tión, y abstenerse de interferir en las controversias y
diferencias internas.

Para concluir, quisiera citar al Secretario General
en su discurso ante la Asamblea General: “Quienes
pretenden conferir legitimidad deben primero encar-
narla; y quienes invocan el derecho internacional deben
someterse a él” (A/59/PV.3).

Sr. Gaspar Martins (Angola) (habla en inglés):
Sr. Presidente: El hecho de que usted presida esta se-
sión, demuestra la importancia y la pertinencia del te-
ma que el Consejo de Seguridad examina hoy. De he-
cho, el tema de la justicia y el estado de derecho está
en el centro de las actividades de las Naciones Unidas
y destaca los objetivos de la comunidad internacional
en la construcción de un mundo que sea más justo,
equitativo y pacífico.

Damos las gracias al Secretario General por su
importante declaración y acogemos con agrado la par-
ticipación esta mañana de su Asesor Especial sobre la
Prevención del Genocidio.
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El informe del Secretario General que tenemos
ante nosotros (S/2004/616) subraya la función esencial
que desempeñan la justicia y el estado de derecho en el
mantenimiento de la paz y el fomento del desarrollo y
de la reconciliación nacional duradera. Compartimos
plenamente las opiniones de principios expresadas en
el informe en el sentido de que la justicia, la paz y la
democracia son imperativos que se fortalecen mutua-
mente y que la comunidad internacional debe basar su
enfoque en la evaluación de las necesidades nacionales
específicas y en la apropiación nacional del proceso.

El último decenio ha sido testigo de una serie de
acontecimientos importantes en relación con la justicia
de transición y el estado de derecho, particularmente en
cuanto a la codificación del derecho. Los países africa-
nos, a través de su participación en los esfuerzos de
mantenimiento de la paz y en especial mediante la en-
trada en vigor del Protocolo de la Carta Africana de
Derechos Humanos y de los Pueblos han avanzado en
la lucha contra la impunidad en el continente, en la
aplicación del derecho internacional humanitario y en
la promoción y el respeto de los derechos humanos.
Esperamos que estos esfuerzos —junto con los compo-
nentes adicionales de los procesos nacionales de con-
ciliación como las comisiones de la verdad y la recon-
ciliación— tengan éxito al ayudar a las sociedades que
han sufrido conflictos a fomentar la rendición de
cuentas, hacer justicia a las víctimas, disuadir la comi-
sión de nuevos delitos y contribuir al restablecimiento
de la paz mediante la reconciliación a largo plazo.

A pesar de los progresos logrados hasta el mo-
mento, queda mucho por hacer. Estamos convencidos
de que sólo el establecimiento de sociedades democrá-
ticas sostenibles garantizará la primacía de la justicia y
el estado de derecho en el continente africano.

Como un país que surgió hace poco de un largo
período de conflicto y de guerra, estamos firmemente
comprometidos con la justicia y la creación del estado
de derecho como requisito previo indispensable pa-
ra un proceso sostenido de paz y reconciliación nacio-
nal. Nuestra experiencia ha confirmado que aplicar un
enfoque fragmentario a las cuestiones del estado de de-
recho y de la justicia de transición no lleva a resultados
satisfactorios. Las estrategias para la aplicación de un
estado de derecho efectiva deben emanar de las bases.
Deben abarcar la participación popular y deben ser in-
tegrales, comprometiendo a todas las instituciones so-
ciales, culturales, económicas y judiciales pertinentes.

Nuestra experiencia también ha confirmado que
la financiación de la reconstrucción y de los procesos
de consolidación de la paz, incluida la creación de las
capacidades nacionales, nuevas estructuras de seguri-
dad y judiciales, así como las capacidades renovadas
del mantenimiento del orden público, constituyen un
umbral crucial para la reconciliación nacional duradera
y los procesos de desarrollo.

A fin de abordar la cuestión de la justicia y el es-
tado de derecho de modo integral y coordinado, el
compromiso a largo plazo de la comunidad internacio-
nal es esencial, ya que se trata de la responsabilidad
común de garantizar que se haga justicia con respecto a
los delitos en virtud del derecho internacional, que son,
después de todo, delitos contra la comunidad interna-
cional en su conjunto. Si bien somos conscientes de
que esa propuesta no busca la sustitución de las capa-
cidades judiciales nacionales por instrumentos jurídi-
cos internacionales, consideramos que la cooperación
internacional es un requisito previo fundamental para
que la justicia y el estado de derecho sean efectivos y
para la consolidación de la paz y la reconciliación na-
cional duradera.

Para concluir, acogemos de nuevo con beneplá-
cito el informe del Secretario General. Respaldamos
sus recomendaciones que definen el camino que se de-
be recorrer, que figuran en los párrafos 64 y 65 del in-
forme. Subrayamos la importancia de que se cree una
lista de expertos en justicia y justicia de transición, y
apoyamos plenamente el llamamiento del Secretario
General en cuanto a la necesidad de garantizar un me-
canismo de financiación viable y sostenible para apor-
tar recursos suficientes para el restablecimiento del
estado de derecho y el establecimiento de la justicia de
transición, complementado con enfoques de financia-
ción multilaterales y bilaterales apropiados.

El Presidente (habla en inglés): Formularé ahora
una declaración en mi calidad de representante del
Reino Unido.

El Reino Unido hace suya la declaración que más
adelante formulará el representante de los Países Bajos
en nombre de la Unión Europea. Deseo, al igual que lo
han hecho otros oradores, acoger con beneplácito el in-
forme del Secretario General (S/2004/616). Tengo la
esperanza de que podamos utilizar sus recomendacio-
nes para dar un impulso a nuestros esfuerzos por mejo-
rar la contribución internacional a la consolidación de
la paz y el estado de derecho.
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Considero que el informe refleja un esfuerzo con-
certado por parte de la Secretaría de reunir a una varie-
dad de expertos para preparar, por primera vez, una
estrategia única y coherente de justicia y Estado de de-
recho. Considero que ese análisis es excelente. Más
aún, las recomendaciones son prácticas y viables.

Nosotros, como miembros del Consejo de Segu-
ridad, debemos buscar oportunidades para poner en
práctica las recomendaciones que incumban al Conse-
jo. En particular, necesitamos prestar debida atención
al restablecimiento y la protección del Estado de dere-
cho en el apoyo que damos a los acuerdos de paz y en
el mandato de las operaciones de paz. Ya se está tra-
bajando mucho en esa esfera y acogemos positiva-
mente las iniciativas en curso, algunas de las cuales
han sido descritas por otros oradores, como las ideas de
Alemania, el Canadá y Suiza de difundir normas y dis-
posiciones de derecho internacional. Esperamos que la
Secretaría se centre en reunirlas para convergir en un
esfuerzo complementario y coherente.

El informe del Secretario General (S/2004/616)
justamente se centra en el establecimiento de la justicia
de transición, es decir, en un marco para una sociedad
que necesite conciliar los crímenes del pasado reciente
y a la vez construir un marco perdurable para el futuro.
Considero que ese es uno de los principales desafíos
que encaramos.

La justicia de transición es un elemento necesario
para restablecer la normalidad de los marcos sociales.
Los tribunales internacionales han sido una importante
herramienta de aprendizaje en ese contexto. Esperamos
que las iniciativas futuras suministren medios más efi-
caces y menos costosos de adjudicación de delitos. Por
supuesto, compartimos la opinión del Secretario Gene-
ral de que la Corte Penal Internacional brinda una nue-
va esperanza de reducir permanentemente el fenómeno
de la impunidad.

A su vez, el Estado de derecho forma parte del
avance hacia el futuro y la construcción de una paz es-
table. Esa es una parte esencial de la reconstrucción de
las sociedades después de los conflictos. Debemos re-
conocer también el valor de la defensa y el fortaleci-
miento del Estado de derecho en la prevención de los
conflictos y en el apoyo más amplio de las operaciones
de mantenimiento de la paz. Esa cuestión no sólo es
importante para el Consejo de Seguridad, sino para to-
do el sistema de las Naciones Unidas, las organizacio-
nes regionales, los donantes individuales y, por su-

puesto, las organizaciones no gubernamentales y la so-
ciedad civil.

Deseo subrayar dos maneras amplias en que las
Naciones Unidas pueden obrar para promover el Esta-
do de derecho.

La primera manera es promover las normas inter-
nacionales. Las Naciones Unidas están en una posición
única para hacer un examen de lo que ha funcionado y
lo que ha fracasado en la tarea de crear el Estado de de-
recho en diversos sistemas alrededor del mundo. Puede
elaborar normas comunes para su propia labor y, de he-
cho, difundir las mejores prácticas.

No es siempre necesario que haya un componente
concreto de Estado de derecho en todas las operaciones
de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas. Sin
embargo, sería una buena práctica tener una lista prepa-
rada de los principales factores que deben tenerse en
cuenta para formular marcos judiciales y jurídicos efec-
tivos en cada caso. Entre los factores que deben conside-
rar las Naciones Unidas en las misiones se incluirían,
por ejemplo, brindar asesoramiento sobre normas y le-
yes internacionales, crear marcos y reglamentos para las
instituciones jurídicas, facilitar cauces de apelación ac-
cesibles y justos, suministrar la capacitación apropiada
y, algo indispensable, asesores técnicos.

Las propias Naciones Unidas también necesitan res-
petar esas normas, no solamente en los programas y las
misiones que administra, sino también en la gestión de las
operaciones y en las acciones de su personal. Incumbe a
todos los partícipes en el proceso la responsabilidad de
promover una sociedad equitativa, libre y justa.

Si bien las Naciones Unidas pueden desempeñar
un papel rector en la promoción de las normas interna-
cionales, se debe recalcar la creación de marcos, me-
dios y mecanismos locales para apoyar la justicia, el de-
recho y el orden. Una solución internacionalmente im-
puesta no puede ser duradera. Es necesario fomentar la
capacidad valiéndose de las comunidades y los Estados
que nos proponemos apoyar. Es ese, el fomento de la
capacidad, el segundo aspecto en el que considero que
deben centrarse las Naciones Unidas. Es importante que
fortalezcamos la capacidad de la sociedad civil para de-
fender el Estado de derecho y proteger el acceso de las
personas y los grupos a un sistema judicial equitativo.
Los órganos pertinentes de las Naciones Unidas deben
estudiar la manera de apoyar a la sociedad civil en ese
ámbito a través de la búsqueda del consenso, la comu-
nicación y la asistencia en materia jurídica.
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Quisiera señalar en particular el papel de la mujer
a ese respecto y recalcar la importancia de velar por que
en las medidas para restablecer los derechos humanos y
el Estado de derecho en las situaciones posteriores a los
conflictos se tengan en cuenta las cuestiones de género.
Como se indica con acierto en el informe del Secretario
General, en las situaciones posteriores a los conflictos
una de las mayores violaciones de los derechos huma-
nos que la comunidad internacional tendrá que encarar
sea posiblemente la violencia basada en el género y el
maltrato sexual. Ese es un problema que el Consejo
también tendrá que considerar asimismo en el debate
público que celebraremos el 28 de octubre.

En ese contexto, el Reino Unido tuvo el placer de
participar recientemente en una conferencia sobre la
justicia en las relaciones entre los hombres y las muje-
res que organizó el Fondo de Desarrollo de las Nacio-
nes Unidas para la Mujer en colaboración con el Con-
sorcio Internacional de asistencia en materia jurídica.
La conferencia culminó con una serie de recomenda-
ciones interesantes para una mejor acción internacio-
nal, que espero todos los Estados Miembros estudien
con atención.

Es necesario incluir la creación de capacidad en
todas las fases de los programas de las Naciones Unidas.
En un plano más elevado, para ello se requiere en primer
lugar la voluntad política de contribuir con recursos y
expertos. También es necesario que la Secretaría y otros
órganos tengan estructuras con capacidad de planifica-
ción y coordinación en las Naciones Unidas y se basen
en los esfuerzos de los donantes nacionales, los actores
regionales y las organizaciones no gubernamentales.

Sobre el terreno, tenemos que asegurarnos de que
haya una integración coherente y eficaz de elementos de
justicia y Estado de derecho en las misiones de las Na-
ciones Unidas. Necesitamos, además, aprender a com-
prender cuándo y dónde pueden surtir el mayor efecto.
Eso implica desarrollar conocimientos técnicos especia-
lizados y mecanismos de vigilancia adecuados que pue-
dan aplicarse y compararse entre las diversas misiones.

En su informe, el Secretario General formuló va-
rias recomendaciones útiles y prácticas que alentamos
a la Secretaría a aplicar sin demora. En particular, de-
searíamos que se ejecutaran las ideas tan prácticas de
la “caja de herramientas”. Entre ellas están incluidas
las siguientes.

La primera idea es organizar seminarios a nivel
técnico sobre el Estado de derecho y las experiencias

en materia de justicia de transición en distintas partes
del mundo. Sugerimos ampliar esa idea para asegurar-
nos de analizar cómo el apoyo a sistemas jurídicos
puede incidir también en la prevención de conflictos.

La segunda idea es disponer la creación y el
mantenimiento de una lista actualizada de expertos.
Podríamos considerar, a su debido tiempo convertir esa
base de datos en un foro electrónico interactivo para
que los expertos y participantes puedan intercambiar
conceptos o problemas particulares.

La tercera idea, sumamente importante, es orga-
nizar programas de capacitación para el personal sobre
el Estado de derecho y la justicia de transición. Nuestro
enfoque para esa capacitación sería muy amplio e in-
cluiría, por ejemplo, jueces y magistrados, la adminis-
tración judicial, las fuerzas de policía civil, los asis-
tentes jurídicos y otros.

Muchos de los oradores de hoy han subrayado
otras sugerencias prácticas para promover esta labor.
Estimo que necesitamos ahora idear juntos políticas que
brinden estructuras auténticas para las sociedades que
existen actualmente en un marco inestable de Estado de
derecho o existen incluso sin nada que en realidad pueda
considerarse como justicia. Es claramente importante
volver a estudiar este tema para asegurarnos de estar
aplicando las propuestas sobre las cuales estimo hemos
llegado a un consenso verdaderamente amplio.

Por consiguiente, propongo que el Consejo exa-
mine de nuevo este tema dentro de aproximadamente
seis meses para evaluar los progresos y, de ser necesa-
rio, dar un renovado impulso a este tema. Por el mo-
mento, insto enérgicamente a los miembros del Con-
sejo de Seguridad y a todos los participantes en el de-
bate de hoy a considerar cómo pueden contribuir a que
se apliquen estas recomendaciones. Estoy convencido
de que se está formando un consenso y de que necesi-
tamos seguir adelante con este tema del orden del día.

Reanudo ahora mis funciones como Presidente
del Consejo de Seguridad.

Quería asegurarme de que todos los miembros del
Consejo de Seguridad hubiesen formulado sus declara-
ciones a más tardar a las 13.00 horas, y debo reconocer
que hemos logrado esa meta con un minuto de sobra.
Por lo tanto, con el asentimiento de los miembros, me
propongo suspender la sesión hasta las 15.00 horas.

Se suspende la sesión a las 13.00 horas.


